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La división de los poderes públicos produjo una re- 
volución en la ciencia política, y como consecuencia 
natural, introdujo profundas y trascendentales reformas 
en la Adiniiiistracion. 

El Rey no puede, según aquellos principios, ser 
legislador y jefe del poder ejecutivo, y de aquí que 
una Asamblea elegida por el pueblo venga á dictar las 
leyes, conservando, sin embargo, al Monarca el dere- 
cho de sancionarlas. 

El poder ejecutivo, respetando la sanlidadde la ley, 
no puede modificar ni derogar ésta, quedando su mi- 
sión reducida á interpretarla y ponerla en práctica, para 
que no sea la letra muerta, sino la espresion viva del 
legislador. Y la idea de que la ley no está dictada por 
la misma persona, que ha de hacerla cumplir, aleja to- 
da sospecha de arbitrariedad y de injusticia. 

Y finalmente el orden judicial, descartado de toda 

jurisdicción administrativa, reconociendo por umeo ob- 
jeto decidir las cuestiones puramente privadas, aplican- 
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** 1 gjyii y encoraeiiílando su acción á tun- 
do el yibies. independientes y responsables, 

cionanos in- ^ que han de ser respeta- 

ofrece g j^d i viduales. 

nrkr la Constitución de un Estado en semejan- 

^ nins se ha resuelto hivorablemente uno de los 

'’-S uroblemas sociales, y con ello se ha adelan- 
pnncipalffi prohiei pero no se ha llegado todavía 

tallo iniicl , g suceda, hasta tanto 

* i'’riet tó’o’r“-á'i'“S de un país estén en completa 

eTla Conslilacion política del Estado, 
rmesqaieu ha dicho; la Conslilucion puede con. 

tener disposiciones favorables á la hbertad y no ser 

te el ciudadano, y tal ve^ se podría decir continua 
el mismo autor, que en toda nación a libertad mdivi- 
dual es mas oprimida, mas estrechada y mas reslriu- 
eida de lo que pide su Constitución. Y nosotros plagian- 
do este aserto diremos que una Constitución puede con- 
tener disposiciones favorables á la justicia, sin que los 
ciudadanós disfruten de este beneficio, y que en nln- 
a-un Estado la justicia se observa tal y como se previe- 
ne en las leyes fundamentales; y al hablar de la justi- 
cia debemos advertir, que no solo comprendemos bajo 
esta palabra la civil, sino también la adrainislraliva; 
porque si respetables y sagrados son los derechos que 
el hombre tiene con relación al individuo, no lo son 
menos los que ha adquirido con relación al Estado; y 
por ahora prescindiremos de la primera para ocupar- 
nos únicamente de la justicia administrativa. 

En efecto, de nada sirve que se admita como base 
fundamenlal de la Constitución de un Estado la sepa- 
ración de los poderes públicos; que las Cámaras, el Par- 
lamento ó las Cortes independientemente del Rey y dei 
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orden judicial dicten leyes justas, conformes con la 
ciencia del derecho y adecuadas ú las necesidades de 
un país; de nada que un poder, cpic no haya dictado las 
leyes, y que esta obligado á respetarlas, vemra á po- 
ner as en piaclit a, si el poder cjeculivo al realizar su 
misión, misión grande, i ni por laniísima y Irascenden- 
lal, inlerprelando torcklameutc las leyes, adullerando 
su verdadero seiUido, viene á convertirse cu Vlev ab- 
soluto, porque con propiedad puede decirse, qiie al 
cani lai el sentido de las leyes, se legisla de nuevo. 

De aquí la necesidad de que sea responsable el po- 
der eieculivo , y como el Rey, jefe de este poder, es 
inviolable , los Ministros deben responder de lodos los 
actos públicos y oficiales del Monarca ante una aulori- 
dad ó corporación , que al propio tiempo que les im- 
ponga su condigno castigo, si fuesen deliacuentes, In- 
demnice á los particulares perjudicados por haber sido 
lastimados sus derechos administrativos. Y no quere- 
mos decir con esto que una misma corporación deba 
exigir la respoiisab'ilidad ministerial y oir las reclama- 
ciones de los particulares sobre negocios administrati- 
vos; antes por el contrario, creemos que existen razo- 
nes muy poderosas para creer lo contrario, y que está 
mas conforme con la práctica seguida en la mayor 
parle de las naciones europeas el que sean diferentes 
las corporaciones , autoridades, poderes ó Tribunales 
llamados á entender sobre materias, que si alguna 
analogía pueden tener en su origen, son tan diferentes 
en su carácter, tendencia y efectos. 

Se dirá que admitido el principio de la responsabi- 
lidad ministerial, nos veríamos con el tiempo en la 
necesidad de nombrar un cuerpo que juzgase ó los que 
á su vez exigieron la responsabilidad á los Ministros, 
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viniencío así á suceder lo que entre los carfag’íneses 
que nombraron los Lufetas para poper límites ála aris- 
tocracia del Senado, y después hubo que crear el Tri- 
bunal de los Ciento para contener á los Lufetas, y á 
continuación el Tribunal de los Cinco para reprimir á 
los Ciento. 

Semejante afirmación, que en la aporiencia reúne 
todas las condiciones de un verdadero argumento, no 
deja de ser un sofisma. Los Ministros, cargados con el 
enorme peso de los negocios públicos , rodeados muchas 
veces de circunstancias críticas y difíciles, y atormen- 
tados casi siempre por las pasiones políticas, están es- 
puestos á cometer sin ánimo decidido ciertos actos de 
ios cuales en su día podrán ser responsables ; pero de 
ello no se desprende afortunadamente que las elevadas 
corporaciones que han de exigir la responsabilidad mi- 
nisterial y que han de resolver si los derechos admi- 
nistrativos de Jos particulares lian sido ó no lastima- 
dos, libres dcl peso de los negocios públicos, mas prác- 
ticas para resolvw Jas cuestiones por difíciles quesean, 
y sobre todo independientes de los partidos ó bande- 
rías políticas, é indiferentes á ciertas situaciones , no 
puedan ofrecer la garantía de que sumisión será el mas 
firme apoyo de Ja justicia administrativa. 

Si pues en manos deJ poder ejecutivo se deposita 
la ley para que Ja aplique tal como se dictó , aquel 
debe ser responsable . y la responsabilidad que se le 
exija no ha de ser ilusoria, sino que debe ser una ver- 
dad. Pero aun supuesto esto, debe exigirse mas, porque 
podría suceder que Jos Ministros llamados á la barra á 
responder de sus actos durante su administración fue- 
sen condenados por el cuerpo encargado de ello , y si 
ajusticia administrativa no llevaba su acción mas 


allá, anulando ciertos actos de aquella administración , 

, el ciudadano cuyos derechos adminislralivos hubiesen 

j sido laslimados, indiferente mirarla estos actos de ius- 

S ticia hasta que fuese repuesto en derechos tan sagra- 

I dos. o por lo menos, si posible no era otra cosa , hasta 

que fuese indemnizado cumplidamente de lodos los 
perjuicios sulndos. 

Por ser demasiado importante esta materia , nos de- 
tendremos algo mas ul ocuparnos de ella 

Un célebre publicista , Rl. Vivien, ha sentado un 
j gran principio al afirmar, que el poder de la Adminis- 

i tracion tenia hasta cierto punto en sus manos dos cla- 

^ ses de autoridad, la una discrecional, la otra reglada; 

la una inteligente, la otra pasiva; la una libre y some- 
tida en su ejercicio á todas las vicisitudes de los tiem- 
pos y lugares, la otra cohibida y dominada por la ley, 

; el reglamento ó el contrato que la norma. 

Es indudable que el poder de la Administración, 
al ocuparse de ciertas materias y en ciertos casos, debe 
ser discrecional, inteligente y Ubre; porque la Admi- 
nistración para conseguir su fin tiene necesidad, como 
dice el citado autor, de aire y espacio; la libertad es su 
vida, no es un instrumento ciego y fatal. Cuando la ley 
I', la encierra en un círculo tan estrecho, que impide todo 

fc; su movimiento y le corta todo su vuelo, podrán exis- 

% tir aun agentes que se titulen administradores , pero no 

hay ya Adrainislraciou. 

Conformes con esta doctrina no tememos afirmar 
que cuando una epidemia amenaza á la población y 
' mas aun cuando la ha invadido de una manera rápida, 

causando lodos los dias tal número de .víctimas , que 
siembra el espanto entre los habitantes, haciendo que 
los ánimos decaigan, hasta el eslremo que no pueda, 
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ni aun eJ nías fuerte , cumplir con los deberes que la 
caridad dicta en casos semejantes; cuando la escasez 
lleva el hambre por todas partes y se hace necesario 
unir los esíuerzos del Gobierno á los del individuo» 
para trasportar cereales de donde quiera que se en- 
cuentren y evitar de esta manera que la miseria diez- 
me la población; cuando el Gobierno se vea en la pre- 
cisión de nombrar ó separar cierta clase de empleados: 
y en fio» cuando el poder de la Administración necesi- 
te ejecutar alg’unos otros actos de esta naturaleza, su 
acción debe ser libre y hasta cierto punto arbitraria; 
y si Jas leyes dictadas en Ja tranquilidad de una vida 
normal, para la materia espuesla vienen á contener ó 
á entorpecer el vi^or con que en estos casos está obÜ- 
^da á obrar la Adminístracioa, deben considerarse 


como derogadas por las circunstancias críticas que 
atraviesa Ja nación. 

Pero después, pasada la alarma , y vuelto todo al 
estado normal , si el Gobierno permaneció moroso 
cuando se pudo evitar el pelig^ro que tales proporcio- 
nes tomó después; si aun en este caso no se emplearon 
las medidas convenientes para atajarlo con Ja pruden- 
cia que dicta la razón en tales circunstancias, sino que 
por el contrario se abusó del poder mismo de la Admi- 
nistración, para vejara! individuo ó paraestraer nue- 
vas contribuciones, sin emplear su producto en aquel 
uso ; si a la sombra de una necesidad perentoria del 
servicio público se separa de su cargo por amovible 
que sea a un celoso empleado, con un objeto bien dis- 
anto del bien público, los Ministros serán resi)onsabIes 
desusados aüte la nación, el individuo nada podrá 

exigirán la conipelente respon- 
büidad ministerial. Se han oleudido los derechos ge- 
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oerales de la nación y ésta se encargará de defender 
sus intereses. 

Recordamos ahora que la aiiloridad de la eual dis- 
pone el poder de la Admimslracion, es en algunos ca- 
SOS píi&iva, coliibida y dominada por la ley el 

reglamento o el contrato que la norma; de lo cual’ se 
aesprende que la -Admiuistraciou, al obrar asi tiene 
que atemperarse eslridauicnle á tas disposiciones le- 
gales y que dolo contrario puede ofender los intereses 
generales del Estado ó los derechos administrativos 

individuales. 

En el primer caso podrá exigirse la responsabilidad 
ministerial, peí o no en el segundo; porque según los 
buenos principios, la corporación encargada de ello, 
solo debe velar por los intereses generales , dejando á 
la acción individual que lo haga contra las decisiones 
que hayan ofendido derechos adminislrativos, y porque 
aun admitiendo que se exigiese en estos últimos casos 
la responsabilidad ministerial , solo se conseguí ria con 
ello castigar la infracción de ó ía mala adminis- 
tración de un Ministerio , pero da ninguna manera la 
reparación de los perjuicios que hubiese sufrido el par- 
ticular. 

Y como todo individuo tiene derechos administrati- 
vos, porque donde hay obligaciones hay derechos, pues 
son correlativos y no podrán existir las unas sia los 
otros, sino bajo un régimen despótico, y todo ciudada- 
no tiene obligaciones, pues debe llenar ciertas cargas 
y cumplir ciertos deberes, á lo cual se le impele coer- 
citivamente por el Estado; y como estos derechos ad- 
ministrativos tan sagrados como los civiles, porque 
unos y otros están fundados en el derecho nalural, por 
mas que aquellos y la mayor parte de éstos reciban su 
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forma de h ley, pueden ser laslímados por el poder 
ejecutivo al aplicar torcidainenle las disposiciones le- 
gales; y como las arfjilrariecladcs minislcrialcs de este 
género no están comprendidas entre aquellas de las 
cuales pueda hacerse responsables á los Ministros , y 
aun cuando esto pudiese tener lugar, no por eso sena 
repuesto el particular en el goce desús derechos, co- 
mo mas arriba liemos indicado; de aquí la necesidad de 
un Tribunal especial, ante el cual tocio ciudadano, de la 
misma manera que ante los Tribunales ordinal ios de- 
manda aun particular, cite y haga comparecerá laAd- 
niínístracion, y después que haya probaclo que ésta 
faltando abiertamente á la ley. reglaiiienlo , Hcal de- 
creto ó Real orden, ha lastimado un derecho adniiiiis- 
Iraliv’o, que aquel tenia fundado en alguna de estas 
disposiciones legales, sea repuesto por el mismo Tri- 
bunal en el goce dd derecho, del que arbitrariamente 
había sido despojado. 

Estos Tribunales especiales son los Tribunales ad- 
ministrativos; losaetos sujetos á su jurisdicción lo con- 
tencioso-administralivo, y se llama materia contencio- 
so-adm¡DÍslrativala que es objeto délas decisiones de 
aquellos. 

La ley que establezca la constitución de estos Tri- 
bunales, modo de proceder y materia sujeta á su ju- 
risdicción, será una ley orgánica de las que hemos di- 
cho que deben estar en completa armonía con la Cons- 
titución del Estado, si ésta ha de ser una verdad y si 
ha de conseguirse ]ior completo el objeto que los le- 
gisladores se propusieron al dictarla. 

Que debe exislir un Tribunal ante el cual pueda 
acudir el que se crea lastimado en sus derechos pre- 
existentes poruña resolución administra Uva, es una 





verdad casi universalmenle reconneid-í 
acln^itjdo la separado., é 

QO pouia ser oirá cosa reconociendo p<itT mciu • ^ 

por único objeto coiople.nentar la iusticia, puc hada 

en el goce de sus derechos civiles, ““dando 
pleto los administrativos tan sagrados como aq„Xs 

y mas cspueslos a ser ofendidos, porque muchas ve 

ces se hace bajo el aparente preteslo de mocurar »l 
bien común. ^ uim ei 


Asi es que vemos levantaíse esla institución en 
todas las opocas en que se ha tratado do respetar los 
derechos de hombre, y tomar mayor desarrollo c incrc 
mentó cuando los esfuerzos de los legisladores se acer- 
can mas en sus teorías á la ciencia del derecho y en la 
práctica á la justicia. ^ 

La Asamblea Constituyente francesa , que había 
proclamado el principio de la separación de los pode- 
res públicos, no pudo menos de reconocer en 1790 la 
necesidad de establecer una Jurisdicción especial que 
entendiera en los negocios contencióso-adminisíraü- 
vos; y al querer poner en práctica este pensamiento 
recordó que la comisión de la Constitución encargada 
de redactar la ley de organización judicial había pro- 
puesto la insUtucioQ de un Tribunal adininistralivo por 
distritos, en el cual los miembros serian nombrados de 
la misma manera que los del orden judicial. Pero esta 
idea fue desechada por el temor de hacer revivir una 
jurisdicción esccpcional cuando se suprimían todas las 
demás ; si bien es cierto no contribuyó poco á que se 
abandonase esto proyecto lo costoso que sería, por 
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el cscesivo número de funcionarios que semejante in- 
novación requería y lo que afectaría al estado financie- 
ro de la Francia. 

Pero este pensamiento hizo suscitar la idea de que 
los miembros de la Administración activa ofrecían to- 
das las garantías de un Tribunal admmislrativo, y en 
su consecuencia, se vino á admitir una especie de re- 
visión de las resoluciones del poder ejecutivo. 

No nos detendremos á criticar esta orgainzacion , y 
al ocuparnos de ella únicamente nos hemos propuesto 
insinuar que la humanidad , en sus movimientos agi- 
tados por mejorar su suerte . siempre ha tratado de 
garantirlos derechos administrativos de los particula- 
res de la misma manera que los civiles. 

Posteriormeute, ó sea el año VIII de la República, 
se crearon los Consejos de Prefectura , con el objeto de 
ir arrancando a las Administraciones departamentales 
las atribuciones que la ley de 4 de setiembre de 1790 
Ies había concedido, y en la misma época se restable- 
ció el Consejo de Estado encargado de decidir, confor- 
me al decreto del 5 del Nivoso del mismo año. las 
cuestiones á que diesen lugar las materias conteuciosas, 
lo cual hasta entonces habían hecho los Ministros. 

Pero á pesar de todas estas disposiciones, lo con- 
tencioso-admínistrativo no llegó á toda su perfección 
hasta la República de 1848 , en cuya época la ley de 3 
de marzo de 1849, organizando bajo nueva forma el 
Consejo de Estado , le revistió de las facultades de de- 
cidir con jurisdicción propia y en su nombre los nego- 
cios contencioso -administra ti vos; disposición legislati- 
va que estuvo vigente hasta que eii 1852 fué deroga- 
da por el art. 27 de la ley orgánica de aquel alto cuer- 
po , estableciendo en el 24 que la Sección de lo conten- 


ió 
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on PQÍT. clase de iiiateriíis, sino (jnc 

cioso no ,0 de Sentencia- Real Decreto que 

S líe reírlo cada uno de Ion caeos sujetos a su 

‘‘“'¿“í^pana no se conoció lo coniencioso-administra- 

livo hasta ia instalación del Consejo ks 

cida á consultar á S. M. la decisión Imal que en cada 

negocio debía recaer. 

Suprimido el Consejo Real en 185 , se ^ p 
decreto de 7 de agosto del mismo año un Tribunal 
conlenci oso-administrativo para que entretanto as 
Corles legislaban sobre materia tan importante , si- 
guiera y fkliara por los trámites prevenidos en la ley 
y reglamenlo del suprimido Consejo Real los pleitos 
pendientes al cesar el espresado alto cuerpo , y los que 
ocurrieran y vinieran á él en apelación, hasta que las 
Cortes terminasen su trabajo en esta materia. 

La tendencia délas Cortes Constituyentes, á juz- 
gar por el decreto de 7 de agosto de 1854 , era impri- 
mir en lo conlencioso-adniÍDistrativo el carácter que 
tuvo en FVancia durante la República de 1848, llevar 
esta materia á un Tribunal independiente del poder 
ejecutivo y dar á los Tribunales especiales una organi- 
zación desconocida hasta entonces en España. 

Pero los aconleciinientos políticos hicieron que se 
restableciese el Consejo Real: que después este alto 
cuerpo se trasformase en Consejo de Estado , y que lo 
contencioso-adininistrativo volviese con muy pocas va- 
riaciones al sér y estado que tenia antes deíaño 1854. 

Mucho se ha ensañado la crítica en la naturaleza, 
Organización y atribuciones de esta institución. Nos- 
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-,rnQ hemos hablado ya, no solo de la utilidad, sino 
tnnihicn de la necesidad de un Tribunal especial que 
vele por los derechos adminislratiiros ^ 

ahora solo nos resla lamentarnos de que en 
en q^e tanto se proclama la libertad y la iH^acU a d 
la justicia existan pensadores que quieran dejar libre 
poder ejecutivo para interpretar arbitrariamente as 
leyes, lastimando los sagrados derechos de los elúda- 
nos; porque si bien es lo natural que los 
sean ilustrados, imparciales y Justos, podra suceder 
al-una vez que un individuo se vea privado de sus 
derechos administrativos, y entonces de nada servirá 
que la Constitución establezca la separación de los po- 
deres públicos, que garantice los derechos individua- 
les, que haga á todos los ciudadanos iguales ante la 
ley, si no existen las correspondientes leyes orgánicas 
que realicen estas teorías haciendo que sean una ver- 
dad los derechos adminislralivos que las leyes funda- 


mentales conceden á los particulares. 

En cuanto á la organización actual de lo conten- 
cioso - administrativo , podemos estudiarla con rela- 
ción á los altos principios de la ciencia y en sus efec- 
tos. 

E.xamiaada bajo el primer aspecto, lógicos con lo 
que acabamos de esponer, no la consideramos perfec- 
ta, mientras no tengan los Tribunales admmistralL- 
vos una jurisdicción propia; pero de ello no sedes- 
prende que la revisión administrativa (que no es otra 
cosa hoy lo conteucioso en este orden) no haya sido un 
gran adelanto en la ciencia y una garantía segura de 
la justicia administrativa. 

Causa estrañeza , á la verdad , oir á hombres ver- 
sados en las ciencias sociales y políticas, atacar la 
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la vía'^gíibeniit^a^ si admilen 

deben S ^ 

solución? ““'«.isate re- 

cion*^refutfla obie!.'-*° ^ contesta- 

Que el onda „ presentado, por- 

q loder ejecutivo, al resolver gubernativamentp 

ví’enTI'^í Administración civil ó económica, 

U ““ conforme es con 

la ciencia moderna, y sobre todo con la tendencia de 

respetar los derechos administrativos de los particu- 
lares el que después de dictarse una Real ór^deu ne- 

«¡rañt a di?""'®" ‘“‘““ados, éstos tengan la 

forniahdades de un verdadero juicio y admitiendo cuan- 
tas pruebas se presenten en tiempo oportuno. 

Por otra parle alguna garantía ofrece el que la de- 
cisión, que ha de dietarse en virtud de la revisión, 
sea un Real deerelo, cuando la resolueion que se trata 
de atacar k únicamente una Real órden, 

. 1 * , , la organización que hoy tiene lo 

wntencioso-administrativo en sus resultados , no po- 
dremos menos de confesar que son los mismos que 
hubiese producido un Tribunal independiente y reves- 
tido de la mas amplia jurisdicción. Todas las consul- 
tas que, durante el tiempo que cuenta de existenci* 
esta institución, se han elevado al Gobierno, han sid( 
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confirmadas por el poder ejecutivo . esceptuando dos, 
y de la justicia con que entonces se obró ó puede 
obraree en lo sucesivo, la nación Juzgará cuando vea 
en la Gacela oficial, á conlinuacion de !a consulta que 
DO se ha seguido, la resolución motivada por medio de 
decreto acordado en Consejo de Ministros y rubricado 
por su Presidente, conforme á lo dispuesto en el ar- 
tículo 59 de la ley orgánica del Consejo de Estado, 

No faltan algunos, y acaso su opinión isea la mas 
generalmente seguida entre los que atacan lo conten- 
cioso-administrativo, que han creído que si bien deben 
ser respetados los derechos de este orden y existir 
Tribunales que velen por los derechos administrativos 
de los pailiculares, no deben ser éstos especiales, sino 
los mismos ordinarios, fundándose en que lo contrario 
es despojar á los Tribunales de justicia de las atribu- 
ciones que por su naturaleza les corresponden , y re- 
partir entre dos Tribunales diferentes la jurisdicción 
de los ordinarios. 

Los que así piensan han confundido, á no dudarlo, 
la ciencia con lo establecido, la institución con el abu- 
so de la misma. 

Es cierto que materias que por su naturaleza perte- 
necen al derecho civil , se consideran contencioso-ad- 
ministrativas , ya en unos casos porque así lo establece 
alguna disposición, como las leyes desamorUzadoras 
que han sujetado á los Tribunales administrativos to- 
das las cuestiones sobre ventas de bienes nacionales 
y sus incidencias , ya en otros casos por apropiarse el 
(jobíerno cierta propiedad, la cual en nada se diferencia 
de demás, para concederla después con ciertos re- 
quisitos é imponiendo ciertas trabas al que la solicita- 
re, con virtiendo así en administrativa una materia que 
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fieren ümca,«e„^e H » '"I""»»® . se re- 

violencia no pueden ser e 'I"® gran 
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Opinión: pero de otra m-ínor ™ su 

seraejanles ideas, porque rSui’en ""' “ 
los Tribunales ordinarbs v lo- i 

u^ dei ir “ olribucl 

oes del poder ejecutivo y las del órdeo judicial - seria 

rr oubro", «olosVode- 

r serviría admitir 

esta leona eu las leyes fundaraenlales y desecharla en 
las orgánicas. 


El poder ejecutivo es el único Uaraado á ejecutar 
las leyes, y este poder debe ser independiente del le- 
gislativo y del orden judicial, lo cuauio sucedería en 
el instante que un Tribunal ordinario decidiese acerca 
de si había sido aplicada con justicia ó interpretada con 

acierto alguna disposición legal en el orden admi-> 
üistrativo. 


Para que la separación é independencia de los po- 
deres públicos sea una verdad, no solo en la Constitu- 
ción del Estado, sino en la aplicación de sus principios, 
es necesario que existan Tribunales que entiendan de 
los negocios puramente civiles, y otros especiales para 
los administrativos; es decir para el caso en que elGch 
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bierno al adminisírar haya lastimado derechos admi- 
nistrativos preexistentes délos particulares, condiciones 
esenciales que deben reunir los actos administrativos, 
para sujetarse á los Tribunales especiales de que nos 
ocupamos, pues queda dicho que la Administración, aí 
lobrar discrecionalniente y al tomar medidas generales , 
podrá ser responsable; pero las Cortes serán las únicas 
que podrán exigir esta responsabilidad. 

Además, según arriba liemos indicado, no todos los 
actos administrativos están sujetos á Ja contención ; y 
si los Tribunales ordinarios fuesen llamados á entender 
en esta clase de negocios, deberían liacerlo también 
acerca de la procedencia de las demandas. 

Esto que á primera vista parece que no ofrecería in- 
conveniente alguno, produciría graves conflictos entre 
la Adminislraciony la justicia ordinaria, porque podría 
suceder muy bien que un Tribunal de este orden se 
declarase competente, y entendiese en un negocio, que 
por su naturaleza fuese de la facultad discrecional 
del Gobierno en cuyo caso ó no se respetaba la santi- 
dad de la cosa juzgada , ó un funcionario del orden 
judicial vendría á despojar á la Administración de una 
de sus facultades mas esenciales. 

Qué negocios deberán ir á uno y á otro Tribunal 
son cuestiones que no deben tratarse aquí, por exigir 
esta materia un profundo y prolijo estudio; pero queda 
sentada la clave que á nuestro juicio deberá servir de 
fundamento á esta clasificación, ai decir que solo puede 
acudir un ciudadano á este Tribunal, cuando el Gobier- 
no al administrar haya lastimado derechos adminis- 
trativos preexistentes de algún particular. 

Tampoco espondrenios aquí la organización que se- 
gún nuestro modo de pensar deberían tener los Tri- 
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banales admínislialivos, porque esta cuestión, como la 
de deslindar las materias conlencloso-admlnis Ira Uvas, 
debería ser objeto de un tratado completo y no de una 
ligera introducción como la presente. 

Hasta ahora no se ha legislado sobre la raaleria de 
que traíamos generalizando, esto es, sentando princi- 
pios fijos y aplicándolos á todos los casos que se pre- 
sentaran en la prácUca, sino que al dictarse las leyes 
ó reglamentos sobre las diversas materias administra- 
tivas, se ha establecido en las espresadas disposicio- 
nes, cuándo la materia era puramente gubernativa, 
cuándo conlencioso-civil y cuándo finalmente conlen- 
cioso-administrativa. 

De aquí la necesidad de que una acertada jurispru- 
dencia venga á suplir ciertos defectos ú omisiones en 
esta materia , debidos en su mayor parle al escaso des- 
arrollo que esta ciencia ha tenido hasta ahora en nues- 
tra patria. 

Esta jurisprudencia se ha formado paulatinamente 
por las decisiones de la Sala de lo Contencioso ó por 
la Sección del mismo orden del Consejo de Estado, que 


debiendo ser consultado sobre la procedencia ó impro- 
cedeacia de las demandas administrativas, ha tenido 
que aplicar la legislación vigente en la materia á los 

casos que ocurriesen en la práctica. 

Supéríluo seria que nos detuviésemos en piobar 
cuán útil es esta jurisprudencia, y basta para conven- 
cerse de ello pensar eri que el Abogado, teniendo en 

ella una interpretación fiel y exacta de las 

tes en esta materia, podrá comprender ^ ^ 
si debe inteutar el negocio que le ba encc®enA.do su 

cliente ante los Tribunales ordinarios 

He Estado, ó si está terminado el recurso, ap q 
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sea Ja vía ^ubernaíiva, y con dirección tan acertad.!, 
se evita el intentar un recurso, que debería declararse 
después improcedente, alionando así al cliente nuevos 
gastos y muchos dísg’uslos y sinsabores. 

Las decisiones det Consejo de Estado, que consti- 
tuyen la jurisprudencia de que nos ocupamos, no se 
han impreso ni publicado, á ío menos todas, viéndose 
por lo tanto el público privado de las ventajas que pue- 
den ocasionarle. Tan solo existe una copia manuscrita 
de Jas mismas en el Consejo de Estado, y aun en ésta 
las decisiones están insertas por orden cronológ’ico, lo 
cual Impide encontrar la que se desea ver con la pron- 
titud que requiere la necesidad en que se encuentra 
el Consejero de Estado al emitir la consulta acerca de 
iin caso análog‘0; el Oficial al preparar ei espediente, y 
el Abobado (dado caso que pudiese ver Ja copia de 
que se ha hecho mérito), al emitir su dictamen sobre 
cuestiones tan importantes como encierra en sí la pro- 
cedencia de la vía contenciosa. 

Estas razones rae han movido, después de haber ob- 
tenido el correspondiente permiso del Consejo de Es- 
tado, á publicar este pequeño trabajo, que no es mas 
que un resumen por materias de las decisiones de este 
alto cnerpo, poniendo al frente de ellas la legislación 

Vigente en cada una de Jas materias obieto de las de- 
cisiones. 

Si mi humilde trabajo contiene algún mérito, éste no 
me peí fenece, porque siempre lo consideraré como hijo 
del acierto de las decisiones que en el mismo se hallan 
ecopi adas, y sí, por el contrario, de nada sirve, sa- 
crificare con gusto las horasde estudio queal objeto he 
edicado. al buen deseo que siempre me ha animado. 
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La XdmiQlálracioQ, según hemos dicho en la inlroduccioc de 
cslc irahajo, liene dos clases de autoridad, de las cuales la una es 
inteligenlc, libre y discrecional, y cuando obra cu virtud de esta 
autoridad , sus acuerdos no pueden aleroperarse á una ley 6 regla- 
mento preexistentes, ni so acción dehe ser cohibida, de donde se 
infiere lógicamente, que contra semejan tes actos nunca procede el 
recurso contcncioso-administralivo. 

Cuáles sean estos actos, no los ha lijado hasta ahora disposición 
alguna legislativa, ni podría hacerlo sin fallar al espirita de genera- 
lización, requisito tan esencial á toda ley. Así es que después de po- 
seer los principios mas generales de la ciencia administrativa, se 
hace necesario acudir para ello alas decisionesdel Consejo de Estado. 

Según la jurisprudencia de este alto cuerpo, los actos que el 
Gobierno puede ejecutar en virtud de sus facultades discrecionales , 
y contra los cuales no procede el recurso conlencioso-admioisLra- 

tivo son: 

1 .* Establecer medidas generales; como la manera de pagar el 
veinte por ciento de propios, establecido por la l\eal órden de 5 de 
mayo de 1846. (Gonsultii de la Sala de lo Contencioso de 5 de no- 
viembre de 18BIÍ, 5-1) (1). Fijar la ¡oterprelacion que ha de darse 
á las tarifas de la contribución iodaslria!. (Diclámeu de la Sección 
de lo Contencioso de lo de seliembre de 1863, 265-11.) X estable- 
cer que el laudemio y demás derechos dominicales, solo^son aplica- 
bles á los censos enfiléuticos. (Consulta de la Sala de 13 de setiem 

bre de 1862, 15-1). , j -u- icnn 

2.“ Ejecutar una obra exigida por la salubridad publica. (Con- 

sulla de la Sala de 10 de octubre de 1861, 29-1). 
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O.” Aplicar las disposicioocs dictadas para facilitar eo su día 
el arreglo de iioa clase, como la de! Notariado. (Coasulla de la Sa- 
la de <7 de mayo de 1862, iOt-1}, 

4. * Presentar ó att presentar ios proyectos de ley. (Inforine de 
la Sección de 4 dé noviembre de 1864, 44~II). 

5. “ Otorgar ó no concesiones para el estudio d la ejecución de 
obras pdblicas, imponiendo á las empresas y á los particulares laa 
condiciones que la piibiíca conveniencia exigiese. (Victimen de 13 
de enero de 1863, 222-1; 17 de junio de 1864, 102-11, y 3 de no- 
viembre de 1863, 287-11). 

6. " Conceder el uso de las aguas püblícas para aplicarlas como 
fuer/a motriz. (Dictáiuen de S de junio de 1863, 2841, y 14 de 
noviembre de i86o, 220-11), por cuanto solo al Gobierno Supremo 
es dado apreciar ios motivos de utilidad piiblico coociliando los in- 
tereses generales con los particulares. 

Otorgar ó no el permiso para que un particular edifique 
en un terreno de propiedad del Estado. (Oíclátucn de 14 de no- 
viembre de 1862, 184-1, y 6 de junio de 1803, 284-1). 

8. Apreciar las condiciones de las garantías e.YÍgídas para las 

concesiones espresadas en el párrafo anterior. (Oíclámen de 3 de 
noviembre de 1862, 196-1). 

9. ® E.vaniíoar y resolver las cuestiones referentes á la alinea- 
ción de calles y edificios públicos, y aprobar los planos levantados 
al efecto; porque el criterio de la utilidad y conveniencia publica 
es de la eseJusiva competencia de la Administración, (üiclámen 

de 7 de niara, de íülü!, «9-11, y 23 de jiinio del mismo año, 
247-11). 

Sin embargo en 13 de abril de 1862 se declaró procedente 
una demanda, que entrañaba una cuestión de esta naturaleza, ea 

raa.0 á que solo se iraialia de la apliraciOD de medidas generales 

a casos particulares. 

j , , lerreoos y su cabida y lijar la eslensíon de 

as debesas boyales coo arreglo á las necesidades de cada pueblo 

1271 !’ ’ y '•'P”'»':™ Provincial. (Diclámcn de 

9 de febrero de )864, 19-11. fundado eu el arl. 1 .• 

ae julio de 1836), 


de ia ley de 11 
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11. Decretar la expropiación de un terreno cooforme a ta ley 
de 17 de julio de 1836, para dedicarlo á la industria minera. 
(Consulta de la Sala de 50 de octubre de 1861, 46-1, fundada en 
que, la expropiación forzosa en materia minera solo podrá dar 
lugar al recurso conlencioso-admiaislralivo ante el Consejo de Es- 
tado, en las cuestiones por no conformarse los luleresados con 

tas tasaciones de indemnización, que cslableccD la ley y regla- 
mentos de Minas). 

12. Determinar las garantías que se habrían de exigir para 
admilirEG tas cesiones de los remates de los bienes nacionales. 
(Consulta de la Sala de 22 de mayo tic 1862, 103-1). 

13. Declarar de utilidad pública una obra después de haberse 
cumplido con las formalidades exigidas por los artículos l.“, 2.* 

y 3.® de la ley de 17 de julio de 1856. (Djclámen de 26 de enero 
de 1864, 7-11), 

14. Aprobar las modificaciones de un trazado primitivo , ad- 
quiriendo éstas la misma fuerza que si procediesen de un acto le- 
gislativo. (Diclámcn de la Sala de 24 de mayo de 1861, 24-1). 

13. Designar una propiedad para la ejecución de una obra de- 
clarada ya de utilidad pública. (Diciámen de la Sección de 7 de 
abril de 1863, 204-tl, fundado en el artículo 2o del Bcglamenlo de 
27 de julio de 1835). 

16. Conceder la jubilaciou conforme al Rcglamealo vigente en 
la materia, en atención á que su resolución depende de altas con- 
sideraciones de conveniencia pública y especial det servicio. (Dic- 
támen de la Sala de 22 de diciembre de 1862, 24o'I). 

17. Suspender á los profesores y sujetarlos á espediente admi- 
DÍsiralivo, por no prohibirlo terrainanlcraente ni la ley ni el Re- 
glamento de instrucción pública. (Consulta de la Sala de 3 de oc - 
liibre de 1861, 27-1). 

18. Fijar el número de corredurías que ha de haber en cada 
plaza. (Consulta de la Sala de 3 de noviembre de 1860 , 2-1, fun - 
dada fen los arts. 70, 72 y 73 del Código de Comercio). 

19. Declarar si un Diputado provincial reúne ó no las condicio- 
nes que la ley exige, y establecer una sección electoral, por cuan - 
lo estos actos son políticos y no administrativos. (Diciámen de la 
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Sección do 5 ele octubre de Í8G4, 139 11, y 3 de diciembre del 
mismo año, 1S9-1I). 

áO. Obrar en virtud de una ley especial que le antorioe al efec- 
to. como el otorgar la concesión del rcrro-carríl cic esta córte á 
Alalpartida sin piibiica llcjlncion, canrorinc á lo dispuesto en ia ley 
de 9 de julio de 1836. (Oictámen de la Sección de i5 de setiembre 
de 1865, 266-11). 

21. Aprobar ó denegar la fundación y agregación de tin mayo- 
razgo que debía Ir unido á un tíluto. (Dictánien de la Sección de 16 
de junio de 1865, SA3-ir, y de 12 de diciembre del mismo ano, 
2ÍI8-ÍÍ, y 14 de noviembre de 1862, 187-1). 

22. Conceder autorización para fundar capellanías. (DicUmen 
de la Sección de 18 de marzo de 1864, 51-11). 

23. Declarar Ja jurisdicción que corresponde á cada pueblo, sin 
perjuicio de los derechos que los mismos pudiesen tener á los pas- 
tos y demás aprovechamientos. (Consulta de ta Sala de 8 de no- 
viembre de 18b0, S-I). 

24. Determinar basta dónde llega el límite de las facultades de 
los Ayuntamientos. (Diciámeo de la Sección de 20 de febrero de 

186Ó, 245.r.) 

25. Aprobar los acuerdos de los Gobernadores, referentes á la 
contribtictoD que por analogía deben pagar ciertas industrias , no 
comprendidas u¡ en la tarifa ni en las tablas de exenciones. (Con • 
sulla de IS de diciembre de 1860, lO-I, fundada en el Real decreto 
de 3 de setiembre de 1847 que mandó observar el proyecto de ley 
sobre contribuciones). 

2b. Hacer que se cumplan las leyes , Reales decretos y demás 
disposiciones relativas á las sociedades anónimas, en virtud de la 
suprema tutela é inspección que corresponde al Gobierno. (Diclá- 
men de 25 de noviembre de 1864, 149-11). 

27, Disolver Jas compañías por acciones si faltaren éstas , en 
eJ órdüD administrativo , al cumplimiento de las disposiciones le- 
gales , pues segUQ la ley de 28 de enero de 1848 y Reglamento de 
1“ de febrero del mismo, el Gobierno se halla autorizado para ello 
según lo crea conveniente y por lo tanto sin ulterior recurso. (Dic- 
támen de S de octubre de 1864, 126-11). 
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28. Imponer mullas á las sociedades anónimas que no cumplan 
con las prescripciones á que están sujetas cu virtud de la vigilan- 
cia c inspección que corresponde al Gobierno , y mas principal - 
mente á las sociedades de postas, por establecerlo icrminanlcinen- 
le los aris. 1 1, 35 y 56 del Reglamento para el servicio de carrua- 
jes de 13 de mayo de 1857 , y el arl. 7." de la Ucal órden de 9 de 
abril de 1883. (Diclúmen de 14 de junio de 1864, 93-11), y las de 
ferro- carriles según se desprende de los arts. 3.” y 12 de la ley de 
policía de este servicio de 14 de noviembre de 1835. (Dictamen de 
29 de junio de 18G3, 236-11), y por infracción en el uso del papel 
sellado , según dispone el arl. 91 del Real decreto de setiembre de 
1861. (Dicláraen de 5 de noviembre de 1865, 288 11). 

29. Fijar las tarifas de los ferro-carriles, y mucho mas cuando 
se ha reservado este derecho en la concesión. (Dictámen de la Sala 
de 1.® de febrero de 1861, 17’1). 

50. Revocar las autorizaciones para usar en España insignias de 
órdenes estrao jeras de Caballerías. (Con sulla de la Sala de 21 de 
enero de 1861, 13-1). 


51 . Permitir ó no que actúen ciertas compañías líricas ó dra- 
máticas, en alcnciou á que solaraeotc el Gobierno puede y debe 
apreciar lo que en esta materia exigen tas necesidades del pueblo 
de Madrid, lo cual aun supuesta la contravención del Reglamento 
orgánico de teatros, no puede sujetarse á criterio legal. (DicláraeD 

de la Sección de 51 de mayo de 1864, 91-11). 

52. Mandar que continúe el apremio conforme á la ley de Con- 

tabilidad de 20 de febrero de 1850 contra un Ayuntamiento obliga- 
do al pago de cierta prestación, porque las Reales órdenes que de- 
claran subsistentes las prestaciones solo tienen el carácter de reso- 
lución gubernativa, que debe preceder siempre á las redamaciones 
judiciales contra la Hacienda, según el Real decreto de e se 
liembr. de 1831; y ha.1. qee por los Tribeeales “ 

declare otra eosa. seo las espresida. prcslacoees ua «édito llq 

do conlfa la nacieada. (Dictómea de S de mareo de 186.,9í-l). 
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Queda también sentado en la introducción al presente trabajo, 
que para que proceda el recurso contcocioso-adminislralivo , es 
necesario, que el Gobierno al ejercer la acción de este órden , baya 
Jasliroado algún derecho administrativo, ó que la ley lo considere 
como tai, porque sin el primer requisito no puede existir lo con- 
tencioso, ni el juicio llamarse administrativo , siuo fuese de esta 
clase el derecho lasliniado* 

T según Ja jurisprudcucia del Consejo de Estado, no lastiman 
ninguna clase de derechos las resoluciones siguientes: 

1." Acceder á uno de los cstremos pedidos altcrnativaraenle en 
Ja Via gubernativa. (Üiclámen de 50 de junio de IH(í4, f30-ÍI), 


Anular la subasta para la venta de unos terrenos antes de 
ía aprobación y adjudicación de la misma, por cuanto estas condi- 
ciones son admitidas por los liciladores á su perjuicio, y sin prece- 
der las cuates, el acto de la subasta es de ningún valor ni efecto, 
ni concede derecho á los rematantes, para exigir su cumpltmtenlo, 
y hasta que no estén cumplidas todas y cada una de las condicio- 


nes para la venta, el contrato no se repula perfecto con arreglo al 
derecho común, no siendo por lo tanto obligatorio para el Estado 
coofornie á los artículos y 2.” de la fleal órden de 28 de julio 
de 1853. (Dicláinen de 20 de marzo de 1865, 26I-I). 

3. Repetir los llamamientos de los acreedores de cierta canti- 
dad. y mandar gue se depositen los fondos en el Raneo de España, 
puesto que de la prescripción impugnada, no se infiere que el ha- 
er social hade ser dividido en su día por otros socios que por los 
liquidadores. (Díclámen de 7 de febrero de 1863, Í81-II), 

4, Aprobar el acuerdo de un AyunlamientOj por el que se au- 
toriza á un tercero para continuar las obras de una casa en cons- 
trucción. (Díclámen de 18 de abril de 1863 , 209-]!). 

5. “ Nombrar una comisión investigadora, á la cual pertenecía 
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el demandante, para aclarar las cnestiones suscitadas con motivo 
de la cesión hecha por el Real Patrimonio á favor del interesado. 
(Díclámen de 25 de junio de 1863, 232 11). 

6.“ Espresar una limitación que según la ley de 23 de scliem- 
hrede 1865 lleva embebida la Ucencia del Ayunlamienlo otorgada 
sin restricción alguna para la construcción de casas. 


7. ” Anular el remate de uoos terrenos, pues si bien puede per- 
judicar á los derechos del comprador ó dueño de los mismos, de 
ninguna manera á los de un tercero, como es el demandante, ele. 
(Dictámen de 2 de diciembre de 1864, 157-U). 

8. ** Mandar llevar á efecto un acuerdo con cuyo contenido se 
habían conformado ya los interesados. (Dictámen de 24 de febrero 
de 1863, 247-í). 

Tampoco lastimau derechos preexistentes de particulares las re- 
soluciones administrativas, que no causen estado, porque pueden 
los interesados continuar su pretcnsión por la vía gubernativa, has- 


ta la resolución final del negocio. 

Por lo tanto no procede el recurso conlencioso-adminislralivo 
contra las resoluciones, que no causen estado ; y son de este géne- 
ro, según la jurisprudencia del Consejo de Estado, las Reales órde- 
nes que tienen por ohjclo*. 

1." Inhibirse un Ministerio del conocimiento de un negocio. 


como el de la Guerra al negarse á resolver la solicitud sobre abono 
de perjuicios, por apreíaniicnlü de una embarcación, previniendo 
que se recurriese á la Admioislraciou civil. (Consulta de la Sala de 
K de noviembre de 1860, I-I)- E> 8» nacieuda al declararse in- 
eompeleule para eulceder en el espediente promovido por yarios 
socios de la Compañía de crédito Union comcrciol, abre ciertos 
cargos á los socios gerentes de la misma. (Dictámen de la Sala de 

^ V- "r t-ueg'i é. cuestión es de la cempetencra 
del AdlSacL coeteLosa , eo de la 

del asnnio. (Dictámen de 20 de maye . ,,, 


su 
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gravado con una iadeninízaciou, que en caso de icncr tugar, debe- 
ría hacerse por el de ilacícnda. 

Esta cuestión envuelve, como se v¿, una ínfiíhícíon indirecta, y 
es por otra parle de. carácter general, (Consulta déla Sala de 15 de 
marzo de 1862, i)7-II). 

4. ° Negar la pretcnsión, reservando á las parles el derecho de 
acudir á los Tribunales compclcolcs. (Diclámcn déla Sección de 18 
de octubre de 1861, 152 IIJ. 

5. ° Promover ó sostener un conflicto, puesto que no puede re- 
caer resolución admínísiraliva hasta que resuelva aquel. (Consulta 
de la Sala de 4 de febrero de 1861, IS-Í). 

6. ° Resolver sobre los perjuicios originados al demandanle sin 
haberlo hecho de la nulidad de la venta de una dehesa, pues soto 
puede tratarse de aquellos una vez resuelta la cuestión de nulidad, 
(Dictamen de la Sección de 28 de abril de 1863, 2G6-I). 

7. ® Reclamar abono de perjuicios de los cuales no se ha hecho 
mérito en la vía gubernativa, por no haberse apurado ésta con re- 
lación á aquel estremo.. (Dtclstinen de la Sección de 22 de diciem- 
bre de 186ú. 541-1, y 20 de junio de 1865, 244-ilJ, y fundándose 
en la misma razón, por no haberse pedido en la v/a gubcrnalíva la 
rescisión del contrato. (Dictámen de 10 ilc enero de 1805, 172-11). 

8. Declarar nulo un espediente por no estar sustanciado en 
forma legal, previniendo que coniintiase su curso. legítimo como en 
minas por no haberse ajustado á Jo dispuesto en el párrafo 3.® del 
articulo 89 de la ley de 6 de julio de 1859. (Dictámen de 19 de di- 
ciembre de 1862, 203-1. 15 de abril de 1864, 49-11, y 26 de niavo 
de 1865, 251,11). 

fio contribuciones directas por no estar conforme con lo que 
dispone la circular de 6 de diciembre de 1852. (Diciámen de 15 de 
diciembre de 1865, 562-U, y sobre reclamación de deudas por no 
csfcir arreglado al Real decreto de 21 de mayo de 1855. Consulta 
de la Sala de 25 de noviembre de 1861, 29 I). 

9. ® Decretar que un espediente pase é se una al general for- 
mado con el mismo objeto. (Dictámen de 15 de mayo de 1864, 

10. Tomar una medida general antes de entrar á resolver el 


caso particular de que se trate. tUiciámen de t4 de junio de 1864, 

En el mismo cs^o se encuentran las resoluciones de los Direc- 
tores cuando de ellas debió anelar .. i »i- • • 

asi no causan estado; ^ ^ Ministerio respcclivo; 

hdo nara"! ^ habcrSC ape - 

de 1863, 2 ?i!u) ^ Hacienda. CDlclámon de 2o de abrí! 

2." Las dictadas por la Dirección de presidios sobre traslación 
de presidiarios ocupados en un taller particular, conforme al Real 

u 26 de setiembre 

de 18bü. -il-ll, y sobre devolución de sumas satisfechas por con- 

Inbücion sobre obras pías. (Diolimea de 30 de eoero de 1863, 

2o2-I). 


3.® Las resoluciones del Director de Obras páblicas sobre rcin - 
legro de cierta cantidad efecto de un conlraio público. (Consulta de 
la Sala de 20 de noviembre de 1860, sobre indemnizaciones, 
Dictámeo de 14 de enero de 1861, 14-1, y 28 de noviembre de 
1863, 295-11, y sobre espropiacioo por no haberse apelado al Mi- 
nisterio de Fomento según exige el articulo 26 del Real decreto 
de 27 de julio de 1853. (Dictamen de 1.® de diciembre de 1865, 
296- IIJ. 

Y aquellas resoluciones, cuya tramitación gubernativa no se ha- 
lla terminada; por esto no se admite el recurso, cuando al recla- 
marse el espediente, se conteste por el Ministerio respectivo que 
aquel está en Iramilacion. (Dictámeo de 17 de marzo de 1865, 
181-11, ó cuando la resolución sea para exigir documentos que 
llevan la luz al espedicnle. Dictamen de 27 de octubre de 1865, 
316-1). 

No solo son requisitos esenciales para que proceda el recurso 
contencioso-administralivo, que exista una resolución administra- 
tiva y que ésta haya lesionado algún derecho preexistente, sino 
que es necesario también que la resolución final sea una Real or- 
den, ó en el caso de ser dictada por algún Director general, sea de 
las que causan estado , y que el particular pida en lo principal la 
revocación de la Real disposición que haya ofendido sus derechos. 
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Asi, pues, DOi procederá el espresado recurso: 

Cuando el interesado no presente tíemaotla sino un escrito, 
pidiendo que se fe reserve el derecho para cuando se termine el 
litigio pendiente en el Tribunal Supremo de Justicia. (Dictámen de 

f4 de noviembre de 1862, IS^*!). 

2.® Cuando se alce de una providencia del Real acuerdo, pues 
solo puede hacerse según ei párrafo 2.® del art, 46 de la ley orgá- 
nica dcl Consejo de Estado, de fas reclamaciones á que dén lugar 
las resoluciones particulares de los Ministros de la Corona en los 
negocios de la Pcn/nsula y Ultramar. (Dictámen de 5 de diciembre 
de 1861, 86 .1). V 
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Si ledas las accioaes prescriheo denir. i 
menos largo, al establecerse el fecur * ““ -'"'‘s ó 

concediendo á los particulares »i *^?”^®°'^'®®®**'^dmiaislraiÍTo 


que 
rse un 


concediendo á los particulares el de / ^““'^oiuinislraiivo 

llcal, hoy de Estado, contra las Ap- 
pudieran haber lastimado los derpph ^‘•'ninisirativas 

plazo, el cual trascurrido sin ínlenlaT \ 
cribiera este derecho, y U rcsol»PÍr>« ^ recurso, pres- 

carácler de irrevocable; y asi se estahr adquiriera t\ 

cretos, fundándose en que los intereses dTirn 

deben estar siempre esoupíinc .,1 . Hacienda pública no 


deben estar siempre espuesios al ino;- . “^‘^lenaa 

.aodas, y »o ,.1 e, líleiér^traclir i” f 
Ocasión que le es mas favorable v Inrp « k ^ ''5'ianlc, espía la 

" “ •« " -«s ií S'rrr: 

preámbulo del Real decreto de 21 de mavo de 1883. 

SeguD esla Real disposicioa, el pla¿ dealro del cual paedea 
presenuirae las demandas sobre negocios dcl ramo de Hacienda e“ 
el de «,s meses, medida que por R..i decreto de 20 de jnaio 
de 1838 se hiao eslensiva i todos los casos que ac eslusicsca- 
escepluados por disposiciones especiales. 

Conforme con estas disposiciones ha estado siempre la juris- 
prudencia del Consejo de Estado. (Consulta de la Sala de 20 de 
diciembre de 1860, 12-1; id. 3l de enero de 1861, 16-1; id. 9 de 
febrero del mismo ano, 19-1; id. 6 de setiembre del mismo ano, 
24-1; 2o de noviembre de id., 39-1; 30 de diciembre de 1861, 

marzo de 1862, 95-1. Dictámen de la Sección de 9 de 
enero de 1865, H8-Í; 11 de setiembre dcl mismo año, 198-1; 16 de 
octubre de id., 515-1; 27 de noviembre de íS., 553-1; 12 de enero 
de 1864, 1-Ü; 8 de marzo del mismo ano, 29-11; 9 de junio 
de 1865, 137-11; 30 de junio det mismo año, 239-11, y 19 de se- 
tiembre de id., 262-11). 

Hemos dicho que el término de los seis mese^ se concede ordi- 
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naríaiiiente en todos los casos, j así es eo efecto, pero se lian 

csc0j>iuddo de cslii reglrt general: 

Las iltiiiianiias contra las resoliicioacs eo mal'jria emi 
oas que conforme at artículo de la ley de 6 de julio de 1 •> y 
á la jiirisprudcücia del Consejo de Estado, deben presentarse en el 
plazo ¡mproroítablc de 50 días. {CoasulU de la Sala de lo Conten- 
cioso de 9 de febrero de 1861, '2 Í-I. Dicuunen de la Sección de • 
de marzo de 1864, 28-U; 12 de abril de id., 44-11; 13 de abnl 
de id., Sl-II; 10 de mayo de id., Si-U; 28 de jumo de ’ 

21 de octubre de il. 153 II ; 4' de marzo de 1863. l9o-lI, y - 

de setiembre del misino año, 265-11}. 

á.® Las intentadas contra las resoluciones que declaran la ca- 
ducidad de una concesión de ferro -carriles, las cuales deben pre- 
sentarse dentro del plazo de dos meses, seguu la ley general del 

ramo de 3 de junio de 18 d 1 - 

5.® Las que tienen por objeto reclamar contra el Estado , á tí- 
tulo de daños y perjuicios ó á título de equidad , que deberán pre- 
sentarse en el término de dos años á contar desde el hecho en que 
se funda el reclamante, según la ley de Contabilidad general de 20 
de febrero de 1850 y diclámen de la Sección de lo Contencioso de 
24 de febrero de 1865. (247-1). 

4.® Las dirigidas contra la declaración tiecba en liquidaciones 
de la Deuda publica , que deberán presentarse en el plazo de un 
mes, según lo establecido en los Reales decretos de 23 de agosto y 
1.® de noviembre de 1851, y consulta de la Sala de lo Contencioso 

de 23 de noviembre de 1861. (40-1). 

o.® r lioalmente , las que reconocen por objeto reclamar con- 
tra la resoluciou ministerial sobre clasificación de empleados civi • 
les, según lo dispuesto en los Reales decretos de 28 tic diciembre 
de 1819 y 24 de mayo de 1850. 

Acerca de la manera que ha de computarse el plazo señalado 
para la presentación d^las demandas, la forma en que han de no- 
tilicarse las resoluciones ministeriales, y modo eo que debe ape- 
larse de una á otra dependencia en la vía gubernativa, se han sus- 
citado varias dudas, que la jurisprudencia det Consejo de Estado 
ba resuelto de la manera siguieafe: 
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I .• Que cuando havan Turaitin 4- / . 

el fondo de 00 mismo negocio, el oteo 
eomeoearó á ooerer d«d. la ¿oHlüIate ^ 
haber íoicniado nucvamenic la vía »iiho r '’l 

.geoda .soioeioo . ooosid;™ 

-7-^ .u ,co„. 

Af 1861 14 I' id n lU r I 1 enero 

Ímí ¿ id M d o ? 

SOdeditíem. 

bre de 881, 41-1, id. oO de diciembre de 1882, 108-1 Dicláiiie» 

de9deeaerode 1883, 1I6-I- H ia,i.r.o ’ 

. ' ' 1 . 10. 13 de febrero de 1865, 159.I- 

Idem 3_de mareo de 1863, 233-1; id. » d. eoere de 1861. l-ll- 

‘oTn -a .oT” ^ 'Seo! 

194-n; Id. 15 de mayo de 1863, 224-11; id. 16 de mayo de 186.3 

226-11; id. 9 de junio de 1863, 13641). 

Esceplúanse de estas decisiones, los casos en que la segunda 
Real órden decide sobre algún punto que no fué objeto de la pri- 
mera. porque entonces debe admitirse la demanda, únicamente en 


lo relativo á lo que por primera vez es objeto de la disposición, 
pero de ninguna manera acerca de lo resuello por la Real Orden 
anterior. (Dictamen de 13 de setiembre de 1861, 83-1; id. 5 de 
octubre de 1862, 172-1). 

2. “ Que cuando no se haya establecido lerminaotemcnto el pla- 
zo, dentro del cual han de presentarse las demandas sobre ciertas 
materias , se sujetarán á ia regla general. (Consnlia de 28 de se- 
tiembre de 1861, 26-i). 

3. ® Que las vacaciones del Consejo de Estado se consideran ro- 


mo días útiles para el efecto de los plazos relativos á la presenta- 
ción de las demandas, pero no para los de tramitación una vez ad- 
mitida aquella, por cuanto el negocio durante los primeros, es gu- 
bernativo y después pasa á ser contencioso. (Dictáraen de 27 de 
junio de 1861, 72-1 ; id. 26 de setiembre de 1862, 166-1; id. 28 do 

abril de 1865, 1 12-II). 

- 4.® Que los dias festivos se consideran también útiles para los 
efectos á que se refiere el párrafo anterior. (Consnita de la Sala de 
27 de setiembre de 1862, 1 15-1; id. 12 de abril de 1864, 42 ll; 
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ídem de la misma feclia, 4ti-II , y 98 de abril de l86í>, M2 )I). 

íí." Que exísltendo duda sobre si se ha notificado ó no la provi- 
dencia gubernativa, debe resolverse á favor del dcrnandanle. (Dic- 
fátnen deH de octubre de 9S0-II). 

fí.® Que se considera como notificada la providencia gubernati- 
va, si aparece de una inanern clara que el interesado tuvo conoci- 
luienlo de ella, (Consulta de la Sala de 30 de diciembre de 1861,. 
42*1; id. de 7 de abril de 1863, 903 JI). 

7. ® Que ni las autoridades administrativas ni ios Tribunales del 
mismo órden, pueden ampliar los plazos lijados por la Ley, Regla- 
mento, Real decreto, ó Real órden, para la presentación de las de- 
mandas administrativas por ser aquellos fatales. (Dictámen de 3 de 
febrero de 1864, ll-IIj. 

8. ® Que en materia de Minas, sino se acudió á tiempo al Go- 
beruador, intentando el recurso coDlencíoso-admíoistrativo, no pue- 
de apelarse de la providencia gubernativa para ante el Ministerio, 
ron el objeto de intentar después el espresado recurso contenciosa 
ante el Consejo de Estado, porque entonces se rehabitilaría en la 

'vía contenciosa, perdida por actos propios del interesado. (Consulta 
de la Sala de 31 de mayo de 1862, 108-1}. 

9. ® Que tampoco se admite la demanda en materia de Minas 
si no se hizo la oposición á tiempo. (Dictamen de 10 de mayo de 
1864, 70-11). 

10. Que el plazo fijado para la presentación de las demandas 
relativas ó la materia de que irajao los dos párrafos anteriores, es el 

. el de un mes. (Dictámen de 28 de abril 1863, 

212 - 11 ). 

11. Que en materias de participes legos, no se comprende el 
término dentro del cual debe presentarse la demanda ante el Con- 
sejo provincial por haberla presentade ante el de Estado. (Dictámen 
de 13 de mayo de 1864, 76-11). 

12. Que cuando se dicta una Real órden sin perjuicio de oir al 
ioteresado, no se considera que comienza á correr el plazo basta que 
se haya llenado este requisito, porque entonces es cuando verdade- 
ramente causa estado; y tanto es así que antes no se hubiese admi- 
tido la demanda. (Dictámen de 18 de enero de 1861.) 
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Rara terminar esta materia, réstanos hacer dos advertencias su^ 
mamealc importantes. Estas son: 

1.' Que en negocios de la competencia del Ministerio de ÜUra- 
niar solo procede la vía contenciosa conlrátas resoluciones dictadas 
con posterioridad al Real decreto de 23 de febrero de 1839. (Díctá- 
incn de 2 de junio de 1862, HO-I, y otro de la misma fecha 111,-I). 

I 2.* Que declarada la procedencia ó improcedencia de una 
demanda es irrevocable este acuerdo, según el art, 12 del Real de- 
creto de 19 de octubre de 1860 y Real órden de 15 de diciembre 
del mismo año. (Dictámen de 7 de noviembre de 1861, 53-1, y otro 
de 25 de noviembre de 1862, 192-1). 




:.<• A*. 
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MINAS. 

Después de haber cspuesto ios requisitos generales que deben 
ifuuír las demapdas adra iuislral ivas para que sean procodences, 
i'iiales soQ que no versen sobre actos de la facultad discrecional del 
(iübierno, que hayan lastimado algún derecho preexistente y que 
se hayan presentado en tiempo legal, el buco método exige que nos 
ocupemos en particular de cada una de las malcrías que puedan ser 
objeto de las demandas administrativas, y al efecto comenzaremos 
por la de minas. 

No nos detendremos á examinar por ser impropio de este tra- 
bajo sí la propiedad minera debiera ser mas bien objeto del derecho 
civil que del administrativo, en razón á tener las mismas condicio- 
nes r caractéres que la propiedad en general; ó si por ct contra- 
río por su naturaleza auómala debe regirse por leyes adrainislrn- 
livas. 

Partíréroos, pues, del derecho constituido y aceplarémos en su 
i-oasecueucía, que el derecho de esplotar las minas es esclusivo del 
tíflbieroo, y al concederlo al particular no le trasíiere mas que un 
derecho administrativo, ni podía ser otra cosa en el instante en que 
la industria minera no se sujeta á los medios generales de ad- 
quirir. 

Asi, pues, cuando el litigio en la materia verse sobre la natura 
leza, condiciones, estensíon ó caducidad del derecho concedido por 
el Estado será admioisirativo, y cuando por el contrarío, tenga por 
objeto resolver si el espresado derecho, ya eoocedído , lo ha tras- 
mitido á otro particular, será puramente civil el negocio y por lo 
tanto de la esclusíva competencia de los Tribunales ordmaríos. 

De aquí se infiere la necesidad de esponer no solo la legislación 
vigente en la materia sino también la jurísprudeocía del Consejo 

de Estado sobre la procedencia é improcedencia de las demandas 
sobre minas. 

LEGISLACION DE d849. 

En la materia de que se trata , si bien la ley de 6 de julio de 
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ÍS59 abolió la de 11 de abril de 1849, no lo hizo de tal manera que 
no sea esta aplicable en algunos casos; puesto que la segunda de 
as ispostciones transitorias de aquella establece, oque los espe- 
< lentes que se hallaren pendientes al publicarse esta ley se termi- 
naran por os trámites que en ella se establecen, como mas breves 
_ espe líos, á menos que los interesados declaren por escrito á los 
respectivos Gobernadores que prefieren la tramitación anterior 
( entro e os sesenta dias de la publicación de la presente ley.» 

Escepiúase, sin embargo, como previene el Reglamento' de 5 
^ octubre de 18S9 en su única disposición transitoria , los espe- 
icnles que á la publicación de la ley pendan en el Ministerio de 
Fomento, de la cspedicion de titulo de propiedad. 

Nos vemos, pues, en la prccislou, en vista de lo manifestado, 
de esponer también la jurisprudencia del Consejo de Estado sobre 
esta materia, conforme ú la citada ley de 1849. 

^ como presentar simultáneamente la jurisprudencia de este 
alto Cuerpo fundada ya en una, ya en otra legislación, podría ofre- 
cer confusión, nos ha parecido mas conveniente hacerlo por sepa- 
rado; esponiendo primero la parle dispositiva de cada una de ellas, 
en lo que hace relación á la materia de que nos ocupamos, y des- 
pués la aplicaciou que de las mismas baya hecho la Sección de lo 
CoDlencióso del Consejo de Estado al evacuar las consultas sobre la 
procedencia de estas demandas. 

La lev de ti de abril de 1849 establece de una manera clara 
y>termÍDaQte, qué negocios son de la competencia de los Conse- 
jos provinciales, cuáles del Estado, y cuáles ünalmente deberán ir 
á ios Tribunales ordinarios, puesto que en su art. 33 dice: «Cono- 
>ccráD los Consejos provinciales con apelación al Real (hoy de Es- 
»lado): 1,“ De las oposiciones á los denuncios de miuas y escoria- 
ítes, y de las oficinas de beneficio por abandono ó por haber ca- 
ndiicaüo la concesión, según lo prevenido en los artículos 24 y 5t. 
»2.® De los negocios de minas en que el Estado tenga un interés 
«directo é inmedialo, y en cuaulas cuestiones se susciten entre k 
» Administración y los mineros. 

íArl. 34. Conocerá el mismo Consejo en vía contenciosa . t . 
í De las reclamaciones que se hicieren contra las concesiones de 
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»raiuas, pcrteneocias y demás que corresponde al Gobieroo. 2. 
»De las que se dirijaD por resislírse las condicioacs que para a 
.concesión impusiere el Gobierno. V 3.” De las que se entablaren 

• por las resoluciones del Ministerio contra lasque proceda dicho re * 

• medía. 

Art. 55. Conocerán los Tribunales ordinarios de todas las con- 
tiendas entre particulares, y de los delitos y las faltas que se come- 
tieren en las depeodcncias de Minerías. 

En vista de lo cspueslo son 

PROCEDENTES, SEGBW LA LEGISLACION DB 1849 Y LA JURISPRUDENCIA 
SENTADA POR EL ESPRESADO ALTO CUERPO , LAS DEMANDAS QUE 

versen: 

1. " Sobre concesiones de minas, terreros y denegación á que se 
conceda el título de propiedad, conforme al arl. 34 de la Ley y al 
62 del Reglamento, según los cuales podrá mteatar.se la vía con- 
tenciosa contra la resolución del Ministro de Fomento, una vez com- 
pleta la instrucción del espediente. (Díctáiiien de ol de enero de 

1862, 120-1; id. 8 de abril del mismo año, 133-1; id., 28 de abril 

de 1863, 265-1; id., 16 de diciembre de 1864, 165-H). 

2. ® Sobre nulidad de un espediente y aprobación de otro según 
los artículos citados 34 de la Ley y 62 del Reglamento y por ir di- 
rigida la reclamación contra la concesión de una mina. (Diciánica 
de 14 de junio de 1861 , 68-1; id., 3 de noviembre de 1863, 290-11). 

S.“ Idem por versar sobre la adjudicación de una demasía ú 
uua mina caducada, segnn al art. 74 del Reglamento , que en su 
párrafo 3.® establece que de la resolución del Ministerio de Comer- 
cio, Instrucción y Obras pdblícas (hoy de Fomento), en materia de 
demasías, podrá recurrirse ante el Consejo de Estado. (Dictámen 
de 26 de noviembre de 1861, 83-1). 

4.® Sobre revocación de la nulidad acordada en adjudicación 
de unas demasías, mandando rebabililar el’e.«pediente y que se es- 
pidieran los títulos de propiedad de las místiias. (Dictámen de 28 
de octubre de 1864, Í42-II). 

3.* Acerca de ia nulidad del espediente de registro de una mina 
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T&áctvaodo al iulcrcsado el licrccbo de continuar los trabajos como 
de laves ti gacioQ, según el arl. 38 del Ueglatneolo de 3 i de julio de 
1849, que dispone que, «si verificado el reconocíiuienlo no se con- 
tirmarc la eiisleocia del criadero Ó mineral, ó no hubiere terreno 
franco ó uo estuviere habilitada la labor cu debida forina, el Inge- 
niero suspenderá la demarcación, dando parte al Jefe político (hoy 
Gobernador civil), que declarará sin efecto el espediente, reservan- 
do sin embargo al Interesado en el primer caso, esto es, cuando no 
haya descubierto criadero 6 mineral, el derecho de conlintiar los 
trabajos como de investigación, siempre que se hayan llenado d 
llenen los requisitos que para ello se establecen en la sección se- 
gunda del capítulo 4." Contra la resolución del Jefe político podrá 
reclamarse al Ministerio, y contra la de éste al Consejo Ucal. (Oiciá- 
raen de 16 de junio de 1863, 287 -1; id, 16 de junio de 1863, 888-1; 

Ídem 19 de abril de 1864, 35 II; vd. de la misma fecha, 34 U;id. 22 
del mismo mes y año, 37-11 ; id. 29 de abril de 1864, 62-U ; id. 21 
de mayo de 1864 , 79-11 ; id. 27 de mayo de 1864. 86-U, nulidad 
de! espediente mandando que se demarcase como supletoria, (l)ietá- 
meo de 12 de abril de 1861, 62-1; id., sin determinar que se couii- 
ouase como invesiigacíon. Dictámen de 14 de junio de 1864, 94 l.) 

6. ® Sobre concesioQ de una mina oponiéndose á ello el dueño de 
otra, fundándose en que tenia derecho prefercule por soliciUtla en 
concepto de ampliación de una pertenencia mas antigua. (Dictámen 
de 16 de enero de 1861, 36-1). 

7. ® Sobre revocación de la providencia del Gobernador de la 
provincia decretando que no procedía la caducidad de una mina. 

(Dictámen de 4 de enero de 1861, 33-1). 

8. ® Acerca de dejar sio efecto un registro de escorial mandando 

üODtinuar la tramitación de otro, porque según el arl. 28 de la Ley 
el arl. 103 del Rcglaraenlo para la ejecución de la misma han de 
aplicarse á la comisión de escoriales las mismas formalidades esta- 
blecidas para las minas , aunque abreviando los tramiles del espe- 
diente. (Dicláraen de 4 de enero de 1861 , 54-1)- 

demandas IMPROCEOEVrES SEGUN LA MISMA LECISLACIOS DE 1849. 

FiiodánJose en las mismas disposiciones legales la Sección de 
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lo CoDlcDcíoso del Consejo de Estado, ha declarado ira proceden tts 

las demandas relativas á los casos siguientes: 

1. * Declarar nulo el registro de una mina al propio tiempo que 

se aprobaba otro. (Dictámen de i 0 de octubre dc 1861, 39-Ii 7 
de JUDÍO dc 1862, 160-1). 

2. ® Desestimar la instancia en solicitud dc que se eximiese a 
interesado del pago de los derechos de superficie con respecto á 
varias minas. (Consulta dc la Sala de 9 de octubre dc 1862. 116-1, 
y Dictámen de la Sección dc 7 de junio de 1861, 10 * 1 , fundándose 
arabas decisiones en que la cuestión era puramente administrativa). 

3. ® Declarar nulo un espediente dc registro de una mina, por- 
que según la legislación de 1849. á la cual se hablan sujetado los 
interesados, los registradores no adquieren derechos propiam^ente 
dichos ó reclanialiles por la vía contenciosa, hasta que el registro 
se encontrase en estado de demarcación, y se deniega ésta directa 
6 indirectamente, y en el caso dc que se trata no se había ejecuta- 
do la labor legal que exige el art. SO del Reglamento. (Dictámen 
de 24 de abril de 1862, 99-1). 


Antes de pasar á ocuparnos de la legislación de 1859 en mate- 
ria de minas , debemos manifestar que no existe contradicción en- 
tre la doctrina espuesla y lo que digimos, al tratar de las decisio- 
nes que DO lastiman derechos individuales. 

En efecto: espusimos en su lugar, que toda Real órden que 
anulase un espediente por no haberlo sujetado a la tramitación es- 
tablecida en la legislación vigente, no perjudicaba los derechos del 
interesado, en razón á que nada se había resuelto acerca del fondo 
de la cuestión, y que por lo tanto , era improcedente el recurso 
contencioso-admíníslratívo, hasta que recayese en el negocio una 
resolución definitiva; y en materia de minas hemos esptieslo la 
doctrina contraría a! afirmar que eran procedentes las demandas 
intentadas contra toda Real órden que declarase nulo un espedíen - 
te, COD tal que en él se disputase la propiedad de la mina, etc. 

Para salvar esta aparente contradicción, basta considerar que 
al declarar nulo un espediente sobre un asunto cualquiera, en nada 


a M 

coaveDÍenlcs que las mas veces lleTa^"*****- ** *''*^”*^ 

liicioD definiiiva, pero siempre le rciraso de la reso- 
nada ha variado la condición en íihi^ ^ derecho , y en 

clamarlo. ’ encontraba para poder re- 

Pero no sucede lo mismo en malcría do ™ 
primero que solicita el terreno nara k • P“6sto que el 

l.gaimame„.e . .JZ 'T ’ ‘ "■ 

ni dos solícitaroo ó registraron un 1 ... ^ . y de aquí , que 

.0 de quien lo hizo. pftae .UeT 7 

oid. slt pretensión, 1' ^ «r 

del demandante. “^'"5“"'» «' 

Esta diferencia que se observa nni,... 

„ entre uno y otro caso , salva la 

•aparente contradicción que á primera vUia ofusca. 

LEGISLACION DE 1859. 


La Ley sobre la misma materia de 6 dc julio de 1859 y el Re- 
glainento para su aplicación, dictado en 25 de febrero de 1865, 
Establecen que los recursos en minería unos son gubernativos, y la 
Real órden que en el negocio recaiga es delin'iliva sin ulterior re- 
curso, como los relativos á la autorización para hacer calicatas, y 
cjecular labores mineras á menores distancias de las designadas 
eii el art. 18 del citado Reglamento, conforme á lo dispuesto en los 
urliciilos 15 y 19«del mismo. 

Algunos son contenciosos, y sin que de la resolución del Go- 
bernador pueda alzarse el interesado para ante el' MinUlcrio de 
Fomento, debe presentar ia demanda ante el Consejo provincial 
dentro de un término fatal , pudiendo alzarse del fallo de aquel para 
ante el Consejo de Estado: estos son los que tienen por objeto ata- 
car la declaración de caducidad según el art. 68 de la Ley de minas 
citada, todo lo cual se baila dispuesto en el párrafo 2.® del art. 88 
de la misma Ley. 

Y finalmente, en otros casos después de apurada la vía guber- 
nativa, procede la contenciosa ante el Consejo de Estado; pero esto 
únicamente sucede en aquellos casos designados laxalivaracnle en 
el art. 89 dc la misma ley, y con la condición precisa dc que han 
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de ser inten lados linicamcntc por jas personas designadas en el ar- 
ticulo 85 del Rcglameolo de 25 de febrero de 1865. 

Efec tí Tatúenle dice el citado articulo de la ley: «Acerca de la* 
«Kcales órdenes en minería cabe recurso por la vía contencioso- 
•admínistrativa para ante el Consejo de Estado: 1. Contra las rt, 
«soluciones por las cuales se confirme ó se desestime el permiso ó 
«negativa para la investigación. 2.* Contra las dictadas conce 
•dícndo ó negaodo la autorización para abrir socavones ó galerías 
.generales. Y o.* Contra las resoluciones finales concediendo ó 

• negando la propiedad de minas, escoriales, terreros y galerías 

•generales.» 

El arl. 86 dcl espresado Reglamento establece: «Que tío se 
oadmitírán en la vía centcnciosa ante el Consejo de Estado mas 

■ recursos que los intentados con arreglo á la Ley y Reglamento. 
»!.* Por los ¡niercsados á quienes se negase ó concediese la ioves- 

• ligación ó esplotacion ¡mineras, objeto del respectivo espediente 
»cn los tres casos que designa el art. 89 de la Ley. 2.’ Por los in- 

• teresados que en los mismos tres casos hubiesen presentado á los 

• Gobernadores en tiempo hábil sus oposiciones. 3.* Por los que 

• hubiesen protestado en el acto de las demarcaciones contra esta 
«operación y sus consecuencias. 4.* Por los concesionarios en cuyo 
«terreno, ignorándose la existencia del derecho que pueda asistir- 

■ les, se hubiese otorgado uuevainenle otra concesión. S.® Por los 

■ interesados que no se conformasen con las tasaciones de iodemni- 
■zacíon á que se refiere el arl. 84 de este Reglamento. 6.® y ülli- 
•nao. Por los concesionarios que resislieseu las condicione-s parli- 
•culares, ó que promoviesen cuestiones sobre la inleligencta y 
•cumplimiento de las establecidas en la concesión , siempre que 
«estas cuestiones se hubieran ya resuello definitivamente en la 
•vía gubernativa.* 

£1 párrafo 3.® de este artículo dcl Reglamento se refiere como 
queda dicho al 84; en él se dispone que se admitirá el recurso con* 
ieucioso con arreglo á los artículos 2o y 26 dei Reglamento de 27 
de julio de 18S3 para la ejecución de la ley de enajenación forzosa 
por causa de utilidad pública, en las cucstioues que se susciten 
por DO conformarse los interesados coa las tasaciones de indemni- 


SOB«E LAS AUHimSTEAT, V AS 4o 

ijoion Milenios ü.', n, 14 y n de la Uv y lo» 

arllcolos 5. . l. , '8. 1 Mi. 4», s9,b 2 , #o de esle Reglamciilo, 
poro DO nos oeuparémos por ahora de las coesliones á que puede 
aor lugar el cumpliuuenlo de esle arUeulo por pareoe7uo» mas lU. 

gico Uacerlo ouaudo Iralemos de la eeajenacioo toraosa por causa 
de utilidad publica. ' 


«EMAÍ1DA5 PnOCEOENTES SEGUS Lv LEGISLACIO:, CITADA. 

Fundado el Consejo de Estado en las disposiciones legales enun» 
ciadas, ha declar.ado siempre que procedía el recurso contencioso- 
adminislrativo contra las Reales órdenes que tenían por ohjelo: 

1. * Desestimar el permiso para una investigación minera con- 
forme al párrafo t.“ del arl. 89 de la ley de 6 de julio de 1859. 
(Diclámen de 5 de mayo de 1863, 27V-1), 

2, ® Mandar espedir el Ululo de propiedad á íavor de un par- 
ticular ó una sociedad, desestimando la oposición hecha por el de- 
mandante, con tal que se haya llenado cualquiera de los requisitos 
establecidos en los párrafos 2.® y 3.® del arl. 86 del Reglamento, 
conforme al párrafo 3,® del arl. 89 de la Ley, (Diclámen de 15 de 
marzo de 4861, 61-1; íd. de 22 de mayo de 4863, 2754; id, de la 
misma fecha, 2774; id. 42 de enero de 1864, 2-11; id. 29 de ene- 
ro de 1864, 9-11; id. ii de junio de 4864, 95-U; id. 23 de setiem- 
bre del mismo ano, 425-U; id. 43 de abril de 1861, 634; id. 29 de 
noviembre de 1864, 1S341; id. con la misma fecha, 134-11; id. IT 
de setiembre de 4865, 504-1). 

3. ® Mandar también espedir el titulo de propiedad, a favor de 
un particular ó una sociedad declarando nulo un espediente en el 
cual estaban interesados, con tal que se hayan llenado los reqai>i- 
los de que se ha hecho mérilo eo'el pirrafe anlerior. (Dicltaeu de 
ledeiuoio (le 1865. 289.U; id. de 17 de uoyiembre delnism» 
año. 331 -I; id. 81 deoclal)redel864. 13«dl; id.ll de abril de 

4. » Deelorar aalo el espedieele sobre adjudieaeion de e e, a 

demasía h «aa miaa. ble. previolead. qee 

sos trimiles la iosl.oeia de olro inceado sobre ad.nd.caema de la 
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misma demasía (Dictórnen de 2 de diciembre de 1864, 169-11), ó 
ya por haber caducado las minas que solicitaban la demasía y no 
haber quedado entre aquellas espacio cerrado para una demasía, 
sino el bastante para pertcneucia completa ó supletoria, según el 
párrafo 3.* del art. 89 de la Ley. (Díclámen do 6 de setiembre de 
1861. lo I). 

íf." Declarar caducada según previene el art. 64 de la Ley una 
mina, aprobando el espediente de otra después de haberse lleníido 
el requisito establecido en el párrafo 3.* del ari. 86 del Hcglamcntn. 
(Díclámen de 30 de enero de 4863, 234 -I}* 

6." Desestimar la instancia promovida por una sociedad minera 
para que se rectificase la demarcación de una mina según el párra- 
fo 4.® del art. 86 del Reglamento, y porque al otorgarse la conce - 
sión de otra mina se sobrepuso á la de ¡os reclamantes ignorándolo 
éstos por no haberse hecho conslar en el respectivo espediente. > 
(Oíctámen de 6 de diciembre de 1864, 161-10. 

DIUANOAS IMPROCEDENTES SEGUN LA MISMA LEGISLACION. 

No es sufícieole que el caso de que se (rale se halle comprendido 
entre los que taxaiivamente designaa el art. 89 de la Ley y el 86 
del Reglamento, para que proceda el recurso contencioso; es nece- 
sario además que quien reclame tenga (a personalidad legal. En este 
concepto ha desestimado el Consejo de Estado por ser improceden- 
te el espresado recurso, cuando no reclamaban todos los socios ó 
ono en su representación, sino una parle de los mismos, y porque 
la propiedad ácuya reversión aspiraban, había desaparecido por 
efecto preciso de la aplicación hecha á la cesionaria, de la ley de 
niíaas de 6 de Julio de 18S9, y la aquiescencia de esta sociedad con 
lo providenciado acerca de ello por el Gobernador. (Díctámen de 3 
de marzo de 18d3, lo4 II). 

Sí pues, solo son procedentes las demandas que versen sobro 
uno de los puntos comprendidos en tal concepto en los arts. 89 do 
la Ley y 86 del Reglamento, como repetidas veces hemos dicho, no 
procede el recurso conteDcíoso-admiDÍstratívo contra las Realed 
órdenes que tienen por objeto : 


" 1 ','“ 

pueda, rada™., al Minisieri. de PolírcUaTlj! 
encuentra entre W n.,.. k,.,* ' presente no se 

íDiclAmcn de 10 de ‘iia el art. 89 de la lev. 

de^a mlaraa fecha.' 2054.) ' “™“ '■ 

Lha 189 I . r '•« I» “¡e”» 

lecna, 189-If ,d. 24 de febrero de 1863. 248-1) 

valo, 1"™'’“' ‘'“""““"O' '1“ J ™ 

ah il de («m" V.“, -I» '■ de 

10 1 • "*• ^ iliocmbre de 1801, 162-lli ídem 

oltLTr r/, 

d. f.a eomaadiUria. (Dictimea de 9 

de febrero de 1864, 18-1). 

4. ® Desestimar la oposición á ciertos regislros, mandando con - 

Aola mismos. (Diciáraen de 13 de marzo de 

1862 , 96-1), 

5. ' Aprobar el deslinde de unas minas desestimando las reclama- 
ciones intentadas contra esta operación. (Diciáraen de 13 de marzo 
de 1862, 93-1). 


6. Desestimar la pretensión de que se notifícase una provi- 
dencia sobre caducidad de cierta mina notilicada va al que presen- 
tó la solicitud y publicado el decreto de caducidad, en el Boln- 

íí» oficial de la provincia. {Diciáraen de 6 de febrero de 1865, 
" 234 - 1 ). 


7. ® Resolver que debía procederse á demarcar cierta mina, se- 
gún hubiese lugar, y es improcedente esta demanda, porque aun 
cuando se halla comprendida en la dísposicíoD del art. 87, párra- 
fo 4.” det Reglamento no está entre los que el art. 86 del mismo 
enumera como únicos en que cabe la vía contenciosa. (Díctámen 
de 38 de junio de 1864, 107-11). 

8. ® Declarar caducada una mina conforme á lo dispuesto en et 
articulo 64 de la ley, en razón á que de la providencia del Gober- 
nador sobre caducidad en minas no puede alzarse el interesado 
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para aole el Minísicria de Fonieuto, pudictido lífiicaraentc intentar 
ei recurso conieacioso ante el Consejo provincial. {Diclánren de 29 
(le uoviemljre de 1864t 153-11). 

g." Aprobar iin espediente de minas^ en atención a que el de- 
mandante ni presentó en tiempo hábil su oposición al Gobernador 
antes de haberse deniarcado la iiiínai ni protestó en el acto de la 
dcmarcacjún contra esla operación y sus consecuencias, puesto que 
su primera reclamación fué después de espedido el titulo de pro- 
picdad y dada la posesión al concesionario de la mina según dis- 
ponen los párrafos 2.* y del arL 86 deí llegtamenlo, (Diciámeo 

de 16 de noviembre de 1861, 57-1), 

10, Declarar nulo un espediente de minas relativo á la resolución 
de las dudas á que dió lugar la calificación de la naturaleza de ¡as 
sustancias que se trataba de esplolar, pues esta clase de cuestíO' 
lies son puramente gubernativas y no se hallan sujetas á otros trá- 
mites que á los establecidos en el párrafo 2*® del art. 2.® del Re- 
glamento de 3 de octubre de 1839. (Dictámen de 9 de enero de 
1865, 214-1), 
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En mnleria <le impucsios cslablecc d ii . 
liínibre de (852 cd su arl. Z." «n 20 de sc- 

.de los Consejos provinciales v dd ^ al conocimicoio 

«cuando pasen á ser conlcnci^-is 1^ T Esiado) 

»l)uyenles relativas al repanimicaio *'« coniri. 

«conlribucioocs directas del individual de las 

«De consiguiente, respecto de la territn-, 

.artículo, deberán enleudcr de las tJ '^““i'nua el mismo 
»por esceso déla cuota, que les fuer.. • particulares 

«los, 6 sea de agravio comparativo con”Eor" 

« tribu yenles, pero en nin-»un casa i, 

■oiación de I. ri„„eza ¡.p°o ” ^ «P- 

.peteocia las 

.pl^.zo prefijado, contra las decisiones de lo ^^ 0 ^ 010 .” toí' 

«y. re livamenle al reparttmiealo ó exacción, va á la imposición 
«de mullas en los casos de fraude ú oculiacioa. 

«Tocante al derecho de Hipotecas, deberán los mismos Conse- 
»jos conocer de las reclamaciones de los interesados contra la Ad- 
>miDi3lr, ación por las multas que se les hayan exigido.» 

En su arU 4.* dice el mismo Ueai decreto: iLa Administración 

«activa seguirá entendiendo, como hasta ahora, de las cuestiones 

•sobre la aplicación de las leyes que regalan los impuestos iodi- 
•rectos.a 

Ahora bien, presciodieudo de las reclaniacionos á que puedan 

dar lugar las decisiones de la Administración local sobre subsidio 

industrial y comercia!, y multas exigidas por no haber satisfecho 

ios derechos de Hipotecas, las primeras por ser de la competencia 

de los Consejos provinciales, de los cuales no nos ocupamos, y las 

segundas por haber de hacerlo mas adelante , se vé que en materia 

de contribuciones solo procede el recurso contencioso-adniioistra* 

tivo contra las decisiones relativas al repartimiento y exacción in* 
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dívidual de las contrihticioaes directas del Estado , siendo de la 
corapclencia esclusiva déla AdniiQÍstracion activa, entender en as 
que versaren sobre apreciación de la riqueza imponible y en las 
cuestiones sobre la aplicación de las leyes que regulan tos impues- 
tos indirectos, v la razón que el citado Real decreto lia tenido para 
ello es óbvia. como lo nmniíicsta en el preámbulo del mismo, cuan- 
do dice: «Para hacer efectivas las conlrihuciones indirectas, com- 
.prcndidaslasde Aduanas, corresponde laniliien a la Adminislra- 
.cion activa la itiiuediala aplicación de la ley, y por tanto su 
«exacción y la imposición de recargos ó multas en calidad de 
•medios coercitivos de acción que facilitan el ejercicio de sus iin- 

•ciones. , , 

«Pero las reclamaciones de los particulares á que de lugar a 

•exacción de estos impuestos, nunca potlrán tener el carácter de 

tcoDlencioso-adniinislrativas. 

nEn efecto, continúa el mismo preámbulo, semejan Les reclama - 
•clones no pueden ser motivadas por actos adrainislralivos, pro- 
«piaineole dichos, porque en panto á contribuciones indirectas no 
ihay formación de padrones: no se verifican repartimientos; el im- 
• puesto se dirige desde luego al producto: la Administración es 
«simplemeDle en su cobranza el brazo de la ley, 

»No habiendo, pues, actos de ia Admínislracion propiamente 
•dichos contra los que reclamar, las cuestiones no pueden versar 
•sino acerca de la iuterprclacion de la ley ó acerca de tas conira- 

«venciones de que ésta haya sido objeto.» 

Este Real decreto, al alegar estas razones, se refiere principal- 
mente á las contribuciones indireclas, pero las mismas ó análogas 
pudieran aducirse en apoyo de esta disposición en lo referente á la 
apreciación de la riqueza imponible. 

DEUANDAS PROCEDENTES. 

Fundado, pues, en estas razones, el Consejo de Estado lia con* 
sallado siempre que procedía el recurso couteucioso-adminis- 
iralivo: 

I." Cuando se trate del repartimiento y exacción individual de 


de iK62. 219 . 1 ); y ('J'Cfemen de 9 de enero 

-•* Cuando se pida nn i., i 
de conirihucion. si en vez'de 

Consejo provincial se hubiese -irwi i *'■ conicncjosa al 

ramo, recayendo en su virtud \l Re.! T v del 

de 19 de febrero de 1861, 39 . 1 ) (Riclámen 

demandas improcedentes, 

lia declarado también que era de u « 
la Administración activa «in nn , ompctencia esclusiva de 

I Resolver si cierlo¡ oWeil espresado recurso: 

(!c los impuestos inilircclos, como ^ ^ 

(Consulta de la Sala de o de. n • T ° ^ consumos. 

U (consulu d't f á p„„az. 

.lc«chos arancelarios ,lé Z 

ooviembre de 1861 , 35 - 1 ). e a misma de 16 de 

'* '“">«0 de cualquier 
.eacro 6 articulo. (Cousulia de la Sala de 35 de mavo de 1863 , 

Diclameo de la Sección de 53 Je diciembre de iseñ'stó-l; 31 de 

ebrero de 1865 leS-ll; 13 d. setiembre del mismo año isi-í,* 

H de abril de 18bS, 207-IÍ. y 15 de febrero de 1865, 258-1). 

3. Imponer mullas por defraudación á la Bacienda. (Diclámen 
de 20 de marro de 1865 , 225-1, y 18 de abril de Í863. 208-11). 

4. “ Declarar infundadas las reclamaciones de un denunciador 
de fallas cometidas por cierta compañía en depósito de especies su- 
jetas al impuesto. (Díclámen de 5 de scUenibrc de 1865, 298-11). 

3.“ Imponer recargos en virtud de la facultad que tiene el Go- 
bierno para inlerprclar las leyes que regulan los impuestos. (Dic- 
támcii de 24 de enero de 1863, 178-11), 

O.” Decidir si una empresa ó particular goza del privilegio de 
pagar la sal á menos precio, obligándole á abonar el saldo que de- 
jó de salisfacer. (Consulta de la Sala de 29 de octubre de 1860, 
1-1, y 18 de setiembre de 1861, 23-1). 

7.^ Apreciar y clasilicar la riqueza imponible, (üictámen de 30 
de mayo de 1863, 234-11). 
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8. ® Estimar los agravios que respecto cid cupo de conlrilíucio* 
nes espoDC un pueblo. (Oicláraen de 29 de noviembre de 18G4. 

I32.H). . . . 

9. ® Declarar sujetos al pago de la contribución territorial cier 
IOS bienes de bcnelicio eclesiástico particular, por ser un acto ele 
apreciación de la riqueza imponible. (Dicláiiien de 12 de abril de 

1864, 4o-IÍ}- 

10. Decretar si debe abonársele ó no á un pueblo la cantidad 
que pagó como esceso de la cuota que le correspondía. {Dictáuien 
de S de febrero de 1864, 15-11). 

11. Entender en si debe obligarse a una persona á depositar 
sus vinos en el peso público. (Oiclámen de 20 de febrero de 1865, 
245-11). 

12. Declarar si el denunciador de un contrabando tiene dere- 
cho á cierta parte. (Diclámco de 24 de mayo de 1862, 106-1). 

13. ConGrmar ó anular la tramitación dada en una Aduana á 
lio espediente sobre averías de azúcar. (Consulta de la Sala de 2 
de mayo de 1862, 102-1). 

Adverlencia. Cuando se trate desi una empresa ó particular de- 
be pagar contribución industrial, fundándose el interesado en las 
condiciones del contrato que celebró con la AdmínistracíoD para 
algún servicio público, la demanda es procedente, pero no por fun- 
darse en el Real decreto de 20 de setiembre de 1852, sino porque 
la ciieslion versa sobre ta inteligencia de un contrato adminislrali- 
vo. (Otetámen de 12 de diciembre de 1865, 299-11). 


SOUHE l.Aa DEMA.NDAS ADMINISTRATIVAS. 35 

EXPROPIACION FORZOSA. 

No entratémos á czaminar si son justos los fundamentos en que 

«^ProP'acion forzosa, si ésta puede sostenerse en dere- 
r 10 consumycDte ó si por el contrario debiera desaparecer, por ser 
■itcnlaloria al derecho de propiedad, sino que scolarémos como 
principio, que seguu auestra legislación vigente todo español está 
obligado i vender lodo ó parle de su propiedad cuando asi lo re- 
clame la utilidad 6 necesidad pública. 

Esto sentado y ciñéndonos en la materia al objeto del presente 
trabajo, debemos decir, que en la declaración que se hace de si una 
obra es ó no de utilidad pública, ninguna iolcrvencion tiene el in- 
dividuo, sino que aquella será objeto de una Ley ó Real decreto, 
según su naturaleza, como dispone la ley de H de julio de 1836. 

Para declarar si la obra espresada debe comprender tal ó cual 
propiedad, se formará un espediente y en el interviene el interesa- 
do, puesto qne se le oye, y si éste no se conforma con la resolu- 
ción del Gobernador, se remite el espediente al Gobierno, termi^ 
nándose en definitiva en la vía guberualiva, puesto que dice el ar- 
ticulo 5.® de la citada ley de esprupi ación forzosa: «En el caso de 
*00 conformarse c! dueño de una propiedad con la resolución dic- 
fftada por el Gobernador sobre la necesidad de que el lodo ó parte 
«de una propiedad deba ser cedida para la ejecución de una obra 
«declarada ya de utilidad pública y habílilada con el correspondien- 
itc permiso, el Gobernador civil remitirá original el espediente al 
o Gobierno, quien lo determinará definitivamente, prévios los infor- 
omcs que juzgue oportunos.» 

Sin embargo, esto se entiende cuando se hayan observado lodos 
los trámites es lablccido.s al efecto, que de- lo contrario bien puede 
intentarse el recurso contencioso -administrativo, conforme á lo 
dispuesto en el art. 25 de! Reglamento para la ejecución de la es- 
presada ley, el cual establece que «cuando se falle á las disposicío- 
»nes contenidas en la ley de 17 de julio de 1836, Reales decretos 
9 y este Ileglamculo, podrán las partes intentar la vía contenciosa 
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»aQiR el Consejo Kcal (lioy de Estado) contra la decisión gnlierna- 
íliva que se adopte sobre la necesidad de que el todo ó parte de 
tima propiedad deba ser cedida para la ejecución de tas obras pro- 
uvíDciales ó municipales, declaradas vade utilidad públtcn.» 

También procede la vía contenciosa sobre cuajcnacion por 
causa de utilidad pública, en otros casos, puesto qiic continúa el ci- 
tado rcítlamento en su art. 96: *Si la tasneion de las lincas sujetas 
sá ia expropiación coolicoe fallas contrarias á lo dispuesto en el 
«artículo 9." de este Reglamento, á saber, sí no se hubiere especi- 
ificado en la tasación de ta finca, su clase, calidad, situación y di- 
tmensiones legales representadas ¿slas por pianos ó figuras etc., ú 
«otras que niioorcn el valor que los dueños airibiiyaii á sii propic- 
odad, podrán los mismos reclamar de la operación por la vía gu- 

• hernativa basta obleoer la decisión del Gobierno y contra ésta en- 

* tablar la correspondiente demanda porta vía contcnciosoadiui- 
inislrativa. 

»Ari. 27. El mismo recurso puede tener lugar en los casos de 
locupacíon temporal de terrenos y aprovecliamíenlo de inateria- 
>les , siempre que en ellos ó en su estimación se perjudique á los 
oderecbos de los interesados.» 

nEMANDAS PHOCfcDBNTES. 

Por lo tanto el Consejo de Estado ha declarado que eran pro- 
rcdenlcs fas demandas íDlenladas contra las resoluciones si- 
guientes ; 

í." Aprobar el espediente de tasación de ciertos terrenos de 
pertenencia de los demandantes, ocupados por la empresa de 
un fcrro-carrii, por cuanto los interesados alegaron que no habiu 
precedido la declaración de utilidad ó necesidad de la obra, y 
haber dado menor valor al que como dueño atribula á su propic- 
idail. (Dictámen de 97 de jimio de 186o, 9o5-il). 

9," Declarar válida la tasación verificada por el perito tercero 
eii discordia para la expropiación de terrenos hecha por la socie- 
dad concesionaria de otro ferro-carril y disponer la entrega de su 
valor á los propíelaríos, porque uo solo ha podido ser gravosa ta 
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resolución de que se trata, é injusta la eslimacioa pericial de los 
terrenos expropiados, sino tambico por haber sido dictada según se 

dice con infracción de los trámites y disposiciones legales y admi - 

nis ra ivas y aprobada una operación sometida á la Administración 

soirnoV"' ! ó defectos, que si fuesen ciertos, 

solo podrían subsanarse por medio de la vía conlencioso-adminis- 

lia^i\a. (Dictamen de 6 de mayo de 1861, 6a-U). 

o. Mandar que fuese el Real patrimonio y no el demandante 
quien nombrase el perito, que habla de concurrir con el de la Ad- 
ministración al justiprecio de ciertos almacenes y demás pertenen- 
cias que aquel disfrutaba, á titulo de enfiléusis. en el muelle de 
Barcelona, por cuanto la reclamación sobre á quién toca el nom- 
bramiento de perito para verificar dicha tasación, es una cuestión 
conexa y sustancial, en términos que afectaría de nulidad á la ta- 
sación misma, si no se resolviera debidaineoleí y darla á las partes 
derecho para quejarse üc agravios, por razón de dicha nulidad. 
(Dictámen de 7 de diciembre de 1860, 51-1). 

4. ® Declarar la manera que lia de verificarse el pago á los de- 
mandaules de un terreno sujeto á la expropiación que ocupan las 
obras del Canal de Isabel 11 en las inmediaciones del Campo de 
Guardias, por alegarse que las tasaciones aminoraban el valor que 
los dueños daban á la linea. (Dictamen de 17 ide marzo de 
1865. 199-11). 

5. ' Disponer que el demandante se sujetase en ta construcción 
de una casa que pensaba levantar á la alineación aprobada, sin 
otra iademnizacioD abonable que la que resultase del justo valor 
del terreno que perdiese, por cuanto la Real órden impugnada al 
negar al interesado toda ¡udemnizacion que no sea la que resalte 
del justo valor del terreno que pierde, lastima los derechos de que 
se cree asistido y sostiene en la demanda. (Dictámen de 5 de mayo 
de 1865, 214-11). 

6. ® Desestimar la reclamación de una empresa de ferro carriles 
sobre el valor dado á varias fincas expropiadas para la couslruccion 
de una línea férrea, por cuanto al solicitar la espresada empresa la 
revocación de la citada Real órden alega que, por carecer el perito 
tercero de la aptitud necesaria, ha dado un valor escesivo á la finca 
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del interesado, y porque concediéndose la vía conlenc¡oso-ad)ui • 
nislraliva al propietario de una finca contra la Ueal órden que 
aprueba la tasación siempre que alegiici) faltas contrarias á los Ilc- 
glamentos que miooran ct valor que tos dueños atribuyan á su pro- 
piedad, igual recurso debe concederse al que obtiene la fuerza, 
cuando por haberse íallado á las leyes a! hacerse la tasación se ha 
aumentado el valor de aquella. (Diclárnen de 11 de noviembre 
(le 1864, Í45-1Í). 


DBMANDAS liUPnOC EDEN TES. 

Al propio tiempo lia declaríido el Consejo de listado que no 
procedían las demandas por las que se reclama: 

1.* Contra la' nulidad de la tasación de peritos de ciertos ter- 
renos, decretada por la Keal órden reclamada, porque en el pre- 
sente caso el interesado no se funda en que la tasación ha sido mal 
hecha y la linca tiene mayor valor, sino que por el contrario quiere 
sostener una tasación que atribuye á la propiedad un valor cscc- 
sivo á juicio de la Adniínistracion, (Díclánicn de de abril de 
1863, 267-1). 

2,” Contra la disposición por la que se previene que se coosli- 
tuya en la Caja general de Depósitos, según el art. 8.“ de la ley de 
expropiación, el importe de los terrenos ocupados para la nueva 
costa del Guadalquivir en la Isla nteuor, entre tanto se resuelve el 
litigio pendiente en e! Tribunal ordinario entre el Ayuntamiento de 
Sevilla y la Compañía, acerca de la propiedad de la espresada Isla, 
por no estar comprendido el caso de que se trata eu níuguao de los 

artículos 2o, 26 y 27 del citado Reglamento. (Díctámeu de 28 de 
abril de 1863, 267 1). 
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bienes nacionales. 
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ralo» • 

comiin Hni ' ’ l®tidicndo a loS principios dcl derecho 

coñirlrt 1 “"Smarse. lo. Tribuales orilinorio,. o ,i p„r oi 

aloDdUos «“aU'uido 

-^0?, I* ■"«i»'' ialeli- 

I ° ''“I «"«ao)o do Ciado, copiaríiuos lo- 

l.l«T !' '•'“"“''“adora,, que ,can aplica- 

bles a la materia de que nos ocupamos. 

El arlículo 10 de la ley de Contabilidad de 20 de febrero de 
oO, eslableccj «Que corresponden al órden adminislralivo la 
'>^enta y adminíslracion de bienes nacionatcs y (incas dcl Estado; 
«y que las contiendas que sobre incidencias de subastas ó de ar- 
trendainieutos de bienes nacionales ocurrieran entre el Estado y los 
particulares que con él contrataren, se ventilarán ante los Consejos 
«provinciales y el Real (hoy de Estado), en su caso respectivo, si 

*no hubiesen podido lerrainarsc gubernativamente con mutuo con- 
«scntimienlo. 

»Las cuestiones sobre dominio ó propiedad, cuando lleguen al 
«estado de contenciosas, pasarán á los Tribunales, de justicia á 
iquienes corresponda. i 

Y o! articulo I.® del Real decreto de 20 de setiembre de 1852, 

previene: «Que corresponde al conocimiento de los Consejos pro- 

«vinciales, y del Real en su caso, las cuesliones contenciosas rela- 

«livas á la validez, ínleligeacia y cumplimiento de los arriendos y 

«subastas de los bienes nacionales y actos posesorios que de ellos se 

idcrivea, hasta que el comprador ó adjudicatario sea puesto en po- 

1 sesión pacífica de ellos; y al de los Juzgados ó Tribunales de jus- 

«ticia coinpclCQtcs tas que versen sobre el dominio de ios mismos 
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» bienes y cualesquiera oíros derechos, que se funden en títulos an- 
•leriores ó posteriores á la subasta ó sean independientes de ellas.» 

DEMANDAS PnOCEDBKTES POR VERSAR SOBRE ESCEPCION DE DA 

VENTA DE BIENES NACIONALES. 

En vista de la disposición citada, e! Consejo de Estado ha de- 
clarado siempre admisibles las demandas contra Reales órdenes que 
tienen por objeto: 

Declarar procedente la enajenación de bienes que pertene- 
cen á obras pías, (diclámeo de 9 de enero de 1863, 213-1); ó que 
debían venderse los bienes de la misma naturaleza, (id. de 24 de 
enero de 1863, 177-11, y 22 de setiembre de 1866, 269-11). 

k 

2.“ Declarar igualmente que debían venderse los bienes perte- 
necientes á una capellanía, (dicttáinen de 18 de abril de 1866, 
210-{I);ó á un patronato, (id. de 19 de mayo de 1865, 1 75-1; y de 
3 de abril de 1864, 39-11); ó á hermandades, (id. 24 de mayo 
de 1864, 80-11); ó á congregaeíones , (id. 2o de junio de 1863, 
232-11). 

5." Denegar la pretensión de que sc^cscepLuasen ciertos bienes 
por ser de la propiedad del pueblo que los reclamaba. (Dictámen 
de 3 de febrero de 1864, 11 -II; id. 22 de noviembre de 1864, 
147-11). 

4.° Decidir sobre sí han de venderse ó no los bienes de un bos- 
píiul. (Dictámen de 13 de abril de 1862, 141-1). 

3.® Denegar la escepcion de ciertas fincas , solicitada por unas 
monjas, fundándose en que aquellas procedían de las escasas dotes 
de las mismas. (Dictámen de 1 1 de marzo de 1863, i60-I). 

6. ® Declarar si debía ó no esceptuarse uii terreno, que el Estado 
había vendido aoieríormeDle. (OicláuieD de 26 de setiembre de 1862, 
168-1). 

7, ® Resolver un espediente sobre escepcion de las leyes des- 
amortizadoras de ciertas dehesas, en concepto de aprovecbamienlo 
común. (Diclámeu de 9 de octubre de 1860, oM-I; id. lo de abril 
de 4863, 159-1; id. 21 de noviembre de 1862, 190-1; id. 2 de di- 
ciembre de 1862, 19o.|; id. 43 de enero de 1865, 124 I; id. 4 de 


setiembre de isas ogg j. ¡a .^7 .«¡3 

de febrero de ;8''64 'en 

abril de 18G4, 47-11 !d"'.6drá- ^ T™ ''' 
aeliembre de 1863 2 V 4 U) í ^6 de 

lucion de otro, que 'debiendri '*6**”°^*”*'*”’^ ““ 

cbamicqto común « r- ®®a'® ríe aprove- 

vlem^e TilT ■*' * '' 

terreno dÓll"" 1'?»= J«rnorüaadoras nn 

temen H. no 1 "* nprovechamienlo común. (Dic- 
lamcD de 29 de mayo de 1863, 279-1), 

10. Decidir si cierto prado debía esceplnarse de la desamorUia- 

Ooyal. (Dietemen de 28 da febrero de 
leo I; Id. 8 de abril do 1802, i33-h id. Sá de abril de 1865, 
id. 22 de setiembre de 1866, 270 lí). 

M. Resolver un espediente sobre escepcion de ciertos bienes , 

no en concepto de propiedad particular, por haber sido csceplua- 

dos en la clasificación general de montes. (Dictámcii de 8 de marzo 
de 1864, oMI). 

12. Declarar si debían ó no esceptuarse de las leyes desamor- 
tizadoras ciertos edilicios por destinarlos al servicio público. (Dic- 
támen de 12 de enero de 1864. ai-Ií; id. 2o de junio de 1863, 
231-11). 


PnOGEDENTES POR VERSAR SOBRE INCIDENCIAS Ó NULIDAD DE LA 

VENTA DE BIENES NACIONALES. 

Conronne á las disposiciones arriba citadas, y á !a jurispruden- 
cia del Consejo de Estado, son siempre procedentes las demandas 
contra cualquiera de las providencias adminislralivas siguientes; 

1. ® Resolver que solo podían adjudicarse al inleresado algunas 
fincas y no indas las comprendidas en el remate, devolviéndole el 
precio de las que no se le pudieron adjudicar. (Uiclámen de 6 de 
febrero de 1861, 74-U). 

2. ® Desestimar la instancia en solicitud de que se considerasen 
comprendidos en la subasta ciertos terrenos. (Dicláraeo de 9 de ju- 
nio de 1863, 283-1). 
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3. ® Declarar que en fa venia de ud convento no se compren- 
dieron las localidades que sirven de entrada y salida. (Diclámen de 
18 de octubre de 1864, 451-11). 

4. ® Resolver que tampoco se comprendió en la venta ctcrla 
parle del terreno. (Diclámen de 16 de jimio do 1865, 241-11; itiem 
de la misma fecha, 241-11; id. 26 de setiembre de 1865. 272-11). 

5. " Declarar que los abonos de rentas procetlenles de los bie- 
nes, que afectos á cargas espirituales poseía cierto cabildo catedral, 
por el tiempo que la Hacienda estuvo incautada de ellos y á que el 
Cabildo se considera con derecho, estaban comprendidos en el ar- 
tículo 11 del Concordato. (Üiclánicu de 20 de febrero de 1865, 

241-1). 

6. ° Mandar que se devolviese cierta cantidad, que se abonó a) 
comprador de unas fincas, por cuatro censos, que el Estado tenía ya 
redimidos. (Dictátnen de 9 de octubre de 1865, 310-1}. 

7. ® Prevenir que se reclame al interesado como arrendatario de 
un soto, la cautídad en que fueron tasados setenta álamos, que aquel 
corló, y que se indemnizase con ella al comprador. (Díctánien de 50 
de octubre de 1863, 321-i). 

8. ® Decidir que se admita el quinto plazo de la venta de una de- 
hesa, que mediante lleat orden había quedado sin efecto. (Djctánicii 
de 17 de noviembrede 1865, 550-1). 

9. ® Declarar ínadniísíble una puja en cierta subasta. (Diclámen 
de 10 de mayo de 1864, 72-11). 

10. Negar la indemnización solicitada por haberse declarado 
nula una venta (Diclámen de 17 de marzo de 1865, 190-11). Por 
error en la cabida. (Diclámen de 5 de mayo de 1863, 218-11). 

11- Negar también el abono de los inlereses de cierta canLidad, 
que el causante del interesado satísñzo por las muías, granos y ape- 
ros de labranza comprados á la nación en ci año 1822. (Diclámen 
de 12 de mayo de 1863, 220-11). 

12. Mandar que se reclamen ciertas cantidades, por razou de 
la venta de una dehesa. (Diclámen de 20 de junio de 4863, 245-11). 

13. Hacer responsable al interesado al pago de los plazos venci- 
dos y no satisfechos de unas ñacas enajenadas á un tercero. (Diclá- 
raen de 31 de octubre de 1863, 284-11). 
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dad liel subrogación de resiioiisabili- 

li» • í* i ictamcü de i8 de noviembre de 1863 29^-11- id 25 
de jumo de 1863, 230-11). ’ ’ 

iomediatalTriT ' servidumbre 

mmt aiata a un solar de bienes nacionales. (Diclámen de 13 de di 
cicmbre de 1863. 304-II). i^^'t-wmen uc 15 de dt- 

nri^de '"r"" ^ 

195-11). (Diclámen de 21 de marzo de 1863. 


V y cierta carga, exigiendo nueva 

r,arantia. (Djctámcu de 17 do octubre de 1863, 278-11). 

18. Decidir un espediente relativo á qué censos hahia de reco- 
nocer el iuteresado como afectos á un molino que compró del Esta- 
do, (Diclámen de 17 de octubre de 1863, 179-11). 

19. Uesolver que no se redimiera un censo como lo solicitó el 
iuteresado, por estar escepluados de la venia los bienes sobre los 
cuales gravitaba, (Diclámen de 17 de mayo de 1862, 136-1). 

20. Declarar la nulidad de un censo por pertenecer los terre- 
nos gravados á propios y no á quien solicitaba la redención, (Dic- 
tamen de 26 de setiembre de 1862, 170-1). 

21. Mandar que cesase el arriendo de varias lincas de bienes 
nacionales, y que se abonase cierta cantidad al comprador de 
aquellas. (Diclámen de 20 de enero de 180b, 173-11). 

22. Denegar la pretensión del interesado relativa á que se le 
concediese la propiedad esclusiva, ó el derecho preferente á usar 
de las aguas que fer lilizan tos terrenos enclavados en la laguna de 
Yillena, los cuales compró el recurrente al Estado. (Diclámen de 
13 de abril de 1861, 64-1). 

23. Declarar que no habia tugar á que se rebajase algo del 
precio dcl remate. (Diclámen de 4 de febrero de 1862, 126*1), 

24. Anular los contratos para aprovechamiento de pastos. (Dic- 
lámen de 20 de febrero de 1865, 245-1). 

25. Declarar la nulidad de la venta de bienes nacionales por 
algún vicio cu la subasta Ó en los actos prévios á la misma. (Dic- 
lámen de 51 de enero de 4862, 122-1; id. 7 de marzo de 1862, 
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í5l*l; id. 27 de enero de 1663, 220-]; id. 14 de junio de 1803; 
286*1; id. 13 de octubre de 1863, 313-1; id. 30 de octubre de 
1865, 319-1; id- 20 de abril de 1864, 61-11; íd. 31 de mayo de 1864, 
87-11; id. 28 de junio de Í864, 114-11; id. 2 de setiembre de 1864, 
122-11; id. 21 de octubre de 1864, 141 -II; ¡d. 27 de enero de 1863, 
179-iI; id. 21 de febrero de 1863, 183-11; id. 2o de octubre de 
1860, 49-1). 

26. Negar la solicitud de que se declarase nula la venta de un 
luolioo harinero de l’ropios. (Dícfámen de 20 de mayo de 1862, 
13I-I); id. de unos terrenos, (2 de junio de 1863, 283-1); id. de 
unas debesas, (4 de setiembre de 1865, 296-1) ; id. tle unos terre- 
nos, (4 de diciembre de 1863, 359- 1); id de una casa, (19 de febre- 
ro de 1864. 23-11). 

27. Declarar nulo un remate. (DíclámeD de 26 de setiembre de 
1862, 169-1; id. II de noviembre de 1862, 181-1; id. de 2 de di- 
ciembre de 1864, 136-11; id. 25 de mayo de 1863, 229-11; id. 16 
de j unió de 1 863, 240-1 1). ^ > 

^ I ! 

PnOCEDENTSS SOBRE CO.NVERSION DE CENSOS AFECTOS - 

Á BIENES NACIONALES. 


El ari. 7.® de la ley de 1.® de mayo de 18oo, concedió á los 
que pagasen al Estado algún censo, foro, treudo, prestación, ó tri- 
buto de cualquier género el derecho de redimir esta carga en el 
término de seis meses, disposición que fué reproducidíi por la ley 
de 22 de febrero de 1836 y por la de 11 de julio del mismo año. 

En su consecuencia, serán adiuiníslrativas todas las cuestiones 
sobre reclamaciones en la materia y procederá la demanda ante el 
Consejo de Estado, cuando pasen á ser contenciosas. 

Así lo lia declarado este'alto Cuerpo: 

1.® Cuando se ha solicitado el dominio ütlí y redención del de- 
recho de ciertas Gneas de bienes nacionales, que el solicitante ó 
su familia llevaban en arrendamiento auteriormeote al ano 1800. 
(Dictómen de 8 de abril de 1862. 15i-I; id. 22 de abril de 1862, 
m i; id. 23 de abril de 4862, 447-1; id. 20 de mavo de 1862, 
lo0.l;,d. 14denoviembrede Í862, 184 1; id. 23 de noviembre de 
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1hÍ“’ cíl , \ ‘6 de junio de 

. ^ s^l'embre de 1863, 195-1; id. 15 de octubre 

aL. «ú i" de 

140-11; id. IBdcdiciembrc 
de 1864, U)8-H; id. 7 de febrero de 1863, ISO-ll; id. ál de febre- 
ro de 1863, 184-U). 

— Cuando se lia tratado de la redeucion de un foro con que 

estaban gravados ciertos bienes de propios. (Dictamen de 5 tic oc- 
tubre de 4862, 178-1). 


o. Cuando se lia declarado nula la subrogación de un censo, 
previniendo que se procediese conforme á lo dispuesto en la ins- 
trucción de 11 de julio de 1836 y llcal órden de o de mayo de 1860. 
{Dictamen de 49 de abril de 4864, 33-11), 


lUI'ROCEOENTES POH COUPRBNDER USA COESTIOS DE PROPIEDAD. 


El Consejo de Estado ha declarado siempre, que se hallan en es- 
te caso las demandas que tienen por objeto: 

1. ® Pretender que se ordenase la entrega de los terrenos de 
cierta dehesa adjudicada á los demandantes , en pago de suminis- 
Iros de ganado vacuno hecho por los mismos á las tropas y guar- 
niciones de una plaza, de cuya posesión se les privó por la Junta 
Superior del gobierno de la provincia , ó que se les entregase otros 
equivalentes, ó en su defecto les fuese devuelto el precio de 766,400 
reales en que se adjudicaron y recibió el Estado . con los frnios y 
fenlas ó intereses legales en su respectivo caso. (Dictámen de 29 
de diciembre de 4860, 12-1). 

2. " Reclamar contra la decisión por la cual se resolvió que la 
interesada no tenia derecho á ciertos terrenos que pretendía, fun- 
dándose su derecho en títulos añleriores é iudependientes de la 
subasta de los terrenos en cuestión. (Dicláaieu de 22 de enero de 

4864,3-11). 

5." Pedir el valor de cuatro casas que se vendieron como de 
bienes nacionales, fundando su derecho los demandantes en que á 
ellos les perienecia por ser herederos de quien instituyó al cón- 
venlo, el cual las poseyó únicamente en concepto de usufructua- 
rio. (Dicláiiien fie de abril de 1864, 57-1). 
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4.* Hccfaniar ciertos terrenos por haberlos comprado el inte- 
resado antes de que fuesen dictadas las leyes desamortiza oras. 

(Dictámen de 28 de noviembre de 1865, 293-11). 

S » Pedir que se le entregasen los bienes cedidos por e! 
cesor dcl demandante á cierto convento, en razón á que la conce- 
sión se hizo con ciertas reservas, calidades y condiciones ■ 
dcl cedenle y de sos sucesores. (Dictámeo de 9 de octubre 

""soMir la revertían de una casa á la ramilla (leí fnndador, 
por cuanlo feé cedida (Ssla cen derlas eondioioaes que no Tueron 

cumplidas. {Diciimcn de I .• de aliril de 1804. 

7 • Rccioniar ciertos liiencs pcrlcnccjenles á alguna obra pía. 
fnndándese en la volnolad de quien la insUlnyó, que dispuso qiie 
no se enajenaseo los bienes, ele., y que si no se admitía con c. 
condición, qne pasasen aqnoilos á otro luslitnlo. (Diclameu de 

mayo de 1864, 66*11). . 

8. “ Pedir los bienes de cierta capellanía , como pariente, dcl 

fundador; por cuanlo antes de entrar en la cuestión adniinisiraii- 
va, debe reclamarse ante ios Tribunales ordinarios la adjudicación 
de’los bienes de aquellos por tos que acrediten su mas proxitno 
parentesco con ct fundador, sin perjuicio de que después de eje- 
cutada la sentencia que recaiga en este juicio, puedan acudir a la 
Administración los interesados por consecuencia del derecho que di- 
cha ejecutoria les declare. (Dictámen de 17 de jumo de 1864, 99-U). 

9. ® Solicitar, como parienlg del fundador, los bienes que is- 
frutó hasta su estindon cieno convento, por ser una, cuestión de 
propiedad y no de incidencia de venta de bienes nacionales; y aun 
cuando asino fuese, nunca seria procedente la demanda por no ser 
la cuestión de que se trata de las, suscitadas entre el Estado y los 
particulares que con él contrataron. (Dicláraen de 2 de setiembre 

de 1864, 12MI). 

10. Reclamar que se csceptuase de la venta y se declara ac e 
ta propiedad del demandante una casa, que poseía cierto hospital, 
por cuanto éste se hallaba en posesión de la finca , y en lo relativo 
al derecho de propiedad debía acudirse i los Tribunales ordina- 
rios. (Dictámen de 26 de setiembre de 1862, 163-1)* 


•I 1 « 


* -.uir la revocación de una ■ • 

lar comprendidas las rentas de cuota 

Tuy había subforado en favor de cierm^ ’ 

de propiedad, por lralar.se de si corriv nr^r “ 

las rentas que él alirni-i <iii» a ■ demandante cier- 

.ie la Salal 

oiorfa "» 

miama, por la pLr i. *' <'» '» 

«a los diezmos alrasaL d° ’a”r¡os'aro-'“ 

basiados 6 por babor í,..! , ’ 

nirldad el imbililn v k- 1 '" ° ** adiamisltado au 

ratmo. (Dieiamcn de H de dielembre de 1862, 202-1) 

■aue dor^or'*™ P»I la 'lae se previaa 

1 1 f a ^.“'n °* '“"‘"'■a» i» imposición a favor 

do la cuidad de Toledo, dcl cáooo al 2 por 100. por el copilal qne 

rcprcseDlasen los lerrenos aJiudicados i los misinos en la dlvislan 

^echa al segregarse de dicha provincia de Toledo é incorporarse á 

a e Giudvid-Real. Es una cuesiioii de propiedad , por tratarse de 

sí la prestación del dozavo al que susüiuyó el canon del ü por 100, 

tuvo ó no su origen del territorio jurisdiccional. (ConauUa de ta 
Sala de 21 de marzo de 1861, 21 I). 

14. Solicitar la revocación del acuerdo de la Junta superior de 
Ventas de Bienes nacionales, que desestimó la instancia de los inte- 
resados sobre esccpcion dcl disfrute de yerbas de varios terrenos de 
su propiedad, por cuanto la reclamación conteaida en la demanda 
se funda en el derecho que lo^ reclamantes como dueños de las 


tierras alegaban tener á las yerbas de las mismas, no obslaulc 
cierta concordia; y porque esta cuestión no está dentro de la ley 
de l.° de mayo de 1833, que es cuando pudiera tener lugar la vía 
conténcioso-adminislraliva, sino que es de propiedad, y por lo tan- 
to de la üuica competencia de la jurisdicción ordinaria. (Dictámen 
de 10 de abril de 1865, 263*1), 

15. Reclumar, entre otras cosas, indemuizaciou de perjuicios 
un tercero que contrató con el que á su vez lo bizo con la Admi- 

nístracíuü, por cuanlo la acción ejercitada por el demandante no es 

9 
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DÍ puede ser en su persona coDteacioso-adrainíslraliva, sino propia 
de los Tribunales ordinarios, á donde debiera acudir si ie convinie- 
re contra el que le vendió la linca, y éste usar de su derecho contra 
la Hacienda , previa la citaciou de eviecton y saneamiento en la 
forma y en ios términos legales. (Dictámen de íá8 de ahril de 1863, 

269-1)* 

16. Pedir contra la providencia aprobando el camino rural 
adoptado por el Ingeniero gefe de la división de ferro- carriles de 
Valencia, para dar paso en et de Alniansa a Játiva desde una finca 
de propiedad particular á cierto pueblo, y al propio tiempo que 
se dcclarasc corresponder al deniíindante el derccliode utilizar para 
su heredad las aguas del barranco de la Parrilla , sin que le fueran 
interceptadas por las construcciones bcciias, destruyendo estas y 
ejeciitáadolasen la forma propuesta en un principio por el Ingeniero 
de la división de la provincia, en razón & que la cuestión propues- 
ta en la demanda, y que previamente debe resolverse como de de- 
claración de un derecho que se inlenla fundar en títulos de propie- 
dad, está reservada esclusivanientc al conoGÍmienlo y fallo de los 
Tribunales de justicia, sin perjuicio de las facultades de la Admi- 
■ ministrnciou para entender eu las demás cuestiones de su compe- 
tencia, que puedan tener lugar en vísta del resultado de la con- 
tienda judicial. (Dictámen de H de setiembre de 1865, S02-I). 

17. Heclamar contra la resolución por la cual se denegó al 
demandante el premio que habia pedido por la entrega de ciertos 
documentos ínleresanlcsá la Inclusa de esta córte, efi los autos pen- 
dientes de la testanienlaría de D. Joaquín Duartc y Silva. (Diclá- 
luen de 29 de abril de 1864, 65-11). 
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memo del cuerpo ó depeodeoci. f "'«éoic» d reglo- 

•I» "«la se hall, ^ Ma^ieellos sirven, pero cuan. 

"omi>r,sm,eo,o, " =» « reglan, o„l. „ 

Arlmmislracioii es árbiira n. i. ^“"emnartoi póbli- 
•>' arrs l>« ‘"■rar eo la valerla eo virlod 

-a Esurdo ba declarado 


filPROCED ESTES 

mandas en las cuatlTpidiór ‘'°“‘=epto.espuesto, las de- 

Comisario de S«erra cTeirLugSrToL^'^ 

isroTíw^'d r ^rrJXTembre'd’e 

lODi, ju-l), fundado en nuc nsi.í timhíkij j •'•reiuure ue 

ríe esla especie. ’ ^ ^ ^ ‘ *»li“‘«rlcs 

2- Que se le mantuviese, amparase v en su caso «e le reinic 

3 . ” Que se permitiese al interesado volver al activo servicio en 
el cuerpo de Sanidad militar, por cuanto pende la resolución de 
este negocio de ia utilidad y conveniencia en el servicio piiblico y 
en el órden económico del mismo, cuyas reglas de aplicación solo 
es dado conocer y determinar á la Administración activa. {Diclá- 
racn de 20 de febrero de 1865, 24.5-1), 

4. ® Contra la suspensión de los empleados de Ultramar man- 
dando que se embarcasen para la Península. (Dictámen de 25 de 
junio de 4865, 29MJ. 
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CONTRATOS PÚBLICOS. 


El Real decreto de 27 de febrero de 1832 sobre contratos pú- 
blicos, reconoce, como principal objeto, que la A.dinin¡slracion no 
puede ser interrumpida, cuando ocurriese la necesidad de obligar á 
los contratistas al ctiniplimienlo do lo püclado, dejando á éstos sal- 
vo su derecho para recurrir por la vía con le ociosa, siempre que se 
crean perjudicados en sus derechos. 

Asi es que no solo se advierte esta tendencia en el preámbulo 
del citado Real decreto, síuo que termiuautemealo se encuentra 
establecido en la parte dispositiva del inísiuo. 

Dice el art. 9.®: «En los pliegos de coadícíones deberáo prever- 
>se los casos de falta de cumplimiento por parte de los coolralis- 
itas, determinando la acción que haya de ejercer la Administra - 
*cioa sobre las garantías y demás medios por los que se hubiere 
>de compeler á aquellos á que cumpiau sus obligaciones y á que 
«resarzan los perjuicios irrogados por diclm causa. 

«Cuando ocurriesen tales casos, las disposiciones gubemalivas 
«de la Administración serán ejecutivas, quedando á salvo cl dere- 
«cho de los contratistas para dirigir sus rccIainacioDCs y demandas 
•por la Via coolencioso-adminislralira. » 

£1 art. 12 del mismo Real decreto aclara y cooñrma lo esta- 
blecido en cl 9.“ al disponer que ; oNingun contrato celebrado con 
la «AdminislracíOD podrá someterse á juicio arbitral, resolviéndose 
«cuantas cuestiones puedan suscitarse sobre su cumplimiento, io- 
•teligencia, rescisión y efectos per la vía contencioso admínislra- 
•livaque señalan las leyes vigentes, o 

Según se desprende de la disposición citada, todas las cuestio- 
nes que puedan suscitarse acerca de la loleligcncia , cumplimiento, 
rescisión y efectos de los contratos públicos, se ventilaráu por la 
vía contenciosa ante los Tribunales administrativos; pero de nin 
guna manera procederán las demandas intentadas contra alguna 
resolución minislcrial denegatoria de alguna gracia, como aumen- 


cquidad. porque en esiecasoT’hlv 

do. requisito esencial en el esnresvi ^ preexistente laslima- 
cn otro lugar. " recurso, como queda dicho 

^ »«■«- 

Icbra algunos que no llénen C5ln”rrá*i "• 

como persona jurídica v. .. ^ obre cu ellos 

ciooes oecosarCra'oleTe'r T '“"<«• 

prende qne para pmler Mmpreote «u mater"' 

r; 'aií '* 

Este alto cuerpo ha declarado siempre 


procebe STBS 




i O L 1 , t "" UUI 

rlnnlc ^ dc COüdUC- 

Clones de tabacos, pólvora y efectos timbrados. (Diclámende 25 de 
jumo de 186o, 70-1.) 

2. Denegar la iudcranizacion solicitada en un contrato sobre 
suministro de carbón de piedra para la armada, bien prorogando 
el contrato, ó bien aumentando el precio convenido. (Dictámen de 
2,5 de mayo dc 1863, 132-1); ó bien conduciéndose por cuenta de 
la AdrainislracioQ al costado del buque. (Dictámen de 27 de enero 
de 1863, 230-1), 


3. ® Descebar la pretensión del contratista de que se le admitiese 
cierta cantidad idc carbón que tenía depositada, después dc termi- 
nado el contrato. (Dictámen dc 27 de febrero de 18 ü3, 232-1). 

4, ® Declarar nulo cl celebrado por cierto ayuniamienlo, sobre 
corla dc algunos árboles. (Dictámen de 23 de mayo de 1862, 
164-]). 

6.'’ Decidir si hubo ó no perjuicios en un contrato sobre sumi- 
nistro dc carbón de piedra. (Dictámen de 28 de febrero de 1863, 
188*11). 

6.“ Rescindir un contrato sobre suministro de cáñamo para las 
fábricas de jarcias y tejidos del Estado. (Dictámen de 30 de junio 

de 4862 , 461-1). 
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7.” Aprobar desechar la tasación del importe de los vfreres 
siimíaísLrados á los presidios de Africa. (Diclámcn de 2.7 de junio 
de 1864, 106-11); ó que continuase cierto descuento. (Diclámcn 
de 6 de diciembre de 1864, Ifift-H), 

8. ® Denegar la pretensión sobre abono de lo que entregó de mas 
en un con insto de suministro de arroz y palay para el ejdrcito de 
Pilípinas. (Díctámeo de 13 de abril de 1864, 32-11). 

9. ® Declarar caducado el arriendo ó cesión de ciertas fábricas 
del Estado. (Díclámen de 32 de abril de 1862, 144 1). 

10. Resolver si debía rebajarse ó no el precio de) arriendo 
de una barca de) Estado. (Diclámcn de 23 de abril de 1863, 
146-1). 

1 1. Aprobar ó desechar la liquidación general del arrendaniien- 
lo para la venia de aguardientes y licores. (DícLimea de 19 de se- 
tiembre de 1861, 77 1). 

12. ItcsolTer sobre el pago del arriendo de buques. (Diclámco 
de 27 de enero de 1863, 237-1); id. sobre indemnización por ave- 
rías y deterioros. (Dictámen de 24 de marzo de 1865, 230-1; idem 
de oO de marzo de 1863, 2o3>l); id. sobre abono de ciertas canti- 
dades. (Dictamen de 28 de febrero de 1862, 128-1), 

13. ^ega^ la indemnización de perjuicios sufridos con motivo 
de un arriendo de contribuciones de consumos, (Dictámen de 6 de 
febrero de 1862, 156-[); id. sobre adju(Iic.acion provisional de! co- 
bro de las contribuciones generales. (Dictámen de 10 de marzo de 

1865, 339-1); Id. sobre liquidación general. (Dictámen de 26 de 
noviembre de 1861, 84 1). 

14. Declarar si sedebiau ceder ó no á la .Administración los ta- 
lleres de tejidos y demás útiles arrendados á un particular. (Dic- 
támeu de 29 de mayo de 1863, 181-/). 

13. Decidir iiua cuestión suscitada con motivo de la contrata 

para la impresión con privilegio del Almanaque de Cataluña. (Dic- 

táraen de 17 de setiembre de 1865, 505-1); id. con motivo de la de 

calzado para los depósitos de Ultramar. (Dictámen de 27 de enero 

de 1863, 227-1); id. de vestuarios. (Dictámen de 27 de enero de 
1863, 228-1). 

i6. Rescindir el contrato de conducción dcl correo. (Dictámen 


de 57 At . n adíulnistuativas. 71 

núsnia nnierh id. sobre iodemnizaciones cu ia 

17 T Z; dc23 de junio de 1865. 292-1). 

correos marítimo^ a"! * imponerla al contratista de 

tiempo á su destino irasailaniicos por no haber llegado á 

ídem 6 de marzo de 1863 238 h 
18. Declara^T.1! ? *863, 280-1). 

cioo de los cmnIo¡H 7"*" ^ 

iw el contratista de cslt férvido ^ «Uramar, practicada 

1864, 23-Ih. id f tle 12 de febrero de 

«e i-ñioVe “ '* « 

iJtL f ““"•*'** p" «» ■ 

(IcD rDic|.im. A ooT^" ^wgue de las raioasde Mma- 

^ (Uictamen de 29 de mayo de 1863, 280-11). 

I.I,. T «“">plií el plazo de la enlrega de míos 

ulcosilios parael ejéreito.íDieiámendeSO de eeero de 1803,250-1) 
.11. Ileseiedir el coelralo de arrieedo de ana casa eoe desliao 

l áe 20 de eoviembre 

ue lobo, oo2-lI), 


22. Declarar nulo un contrato relativo á las herrerias de A¡. 
maden. (DiclániCQ de 5 de febrero de 1864, 13*11). 

25. Rescindir la contrata para las obras de un puerto. (Dicta- 
men de 27 de mayo de 4864, 8b IT). 

24, Decidir una cuestión suscitada con motivo de la contrata 

para el servicio del hospital de Ceuta. (Dictámen de 17 de junio de 
1864, 100-11). 


2o, Rescindir un contrato sobre conslruccion de casillas para 
peones c.amineros. (Dictámen de 15 de noviembre de 1865, 326-1); 
idem sobre el empedrado de Madrid. (Dictámen de 24 de diciembre 
de 1860, 32-1), 

26. Entenderen una cueslion sobre remates, por cuanto el mejor 
postor tiene derecho á que se le adjudique la subasta según el arl.4.'’ 
del Real decreto de 27 de febrero de 1852. (Consulta de U Sala de 7 
de noviembre de 1861,52-1; id. 51 de enero de 1862, 123-1). 

27. Resolver las cuestiones suscitadas con motivo de los cou' 
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(ralos (le coaditccíoncs de sal, como declarar las cxtslenciasqne de- 
bian quedar en los airolícs á la (crniínacíoo del contrato. (Dictámcu 
de A do abril de 1863, 137-Ij; qtic se releve de responsabilidad al 
interesado por haber abandonado el contrato. {Dictámen de 33 de 
setícmlire de 1862, 163-1); sobre índetimízacíones por no haberle 
pagado lanacieiida. (Uíctámeude 15 de enero de I'863, 223-1): so- 
bre devolución de cantidades qiie i)a 5 ó por la sal que resultó de 
menos. (Dictámen de 27 de noviembre de 1863; 356-1); por la sal 
perdida por haberse encallado el buque. (Dictámen de 51 de octu- 
bre de 1863, 286- lí). 

28. Declarar si había ó no lugar al reintegro de ciertas cantida- 
des eu el contrato sobre de'snioute de la casa de la moneda. (Díclá- 
men de lo de abril de 1862, 1.37-I). 

29. Declarar si estaba bien í> mal hecha la adjudicación del re- 
mate para 1,1 cobranza de contribuciones. (Dicláraen de 13 de abril 
de 1862, 140-1). 

30. Denegar la pretensión de que se resetudiese el contrato 
por la alza que se había sentido en tos jornales. (Dictámen de 20 
de mayo de 1862, 148=1). 

31. Entender en las liquidaciones sobre lo que adeudaba al 
contratista de la construcción de una carretera. (Dictámen de lo de 
junio de 1862, lo8-l). 

32. Resolver que continuaran tos trabajos de una obra pública 

por administración y á cuenta de ia fábrica. (Dictámen de 11 de 

noviembre de 1862, 18I-I); id. sobre rectificación de liquidación 

linal. (Dictámen de 15 de febrero de 1863, 257-1); id, sobre 

construcción de dos puentes. (Dictámen de -1 de octubre de 1863 
276-JI). 

35. Declarar caducada la concesión de un ferro- carril, proce- 
dente por cuanto el art. 24 de la ley de 5 de junio de 1833 previe- 
ne que de la resolución del Gobierno declarando la caducidad, 
podrá el concesionario reclamar por la vía cotileQcioso-adininislra- 
tiva. (Dictámen de 19 de diciembre de 1862, 207-1); ¡d. negando 
la subvención pedida. (Dictámen de 22 de mayo de 1865, 274-í); 
¡dem fijando las bases para la liquidación defmUiva (Dictámen de 
22 de setiembre de 1862, 306-1); ¡d. decidir sobre el aumento de 


I ^ ^ '' HA i IVAS, f > 

id lis 9 do octubre de 1863 , 212.1); 

br'e do 

oodUos Ptolension do oo pigar ol IS por 100 eo los 

Llorolío 10 .™““-’’“™ y 1“^ « aboooso .1 

dinero nJ« '“S 

(litiero. (Dictámen de 24 de setiembre de 1861, 79 - 1 ). 

be^c refrrí'l ^ abonarse ciertos materiales por ha- 
tse', 8r¡)'^"° ' "O’ieibbre de 

ss. Declirar cadacada la concesión sobre desecaciea de una 

laguna, por no haber dado lianza el interesado. (Dictámen de 
de enero de 4865, 223-1). 

36. Resolver si estaban ó no exentos del pago de la contribu- 
ción industrial los rcclaraaotes, por un contrato de servicios públi- 
co5^.^(Dicláracn de 12 de diciembre de 4863, 299-11). 

5i. Declarar la nulidad de una subasta sobre adjudicación de 
un portazgo por equivocación en la cantidad, que había ofrecido. 
(Dictámen de 4o de sctieralirc de 1861, 76-1); id. sobre revoca- 
ción de la adjudicación de una via férrea. (Dictámen de 30 de oc- 
tubre de 1865, 509-1). 


58. Resolver sobre si había ó no lugar á la indemnización en 
una contrata para la pesca de alunes, por haberse prescrito al in- 
teresado que ai poner en práctica el contrato se atemperase á las 
leyes vigentes en la materia. (Diciámen de 31 de octubre de 4863, 
285-U). 


39. Mandar que se reintegrase por el Director y demás em- 
pleados públicos que intervinieron en un contrato público, cierta 
cantidad. (Dictámen de 3 de octubre de 1861, 126-11). 

Nota. \UQ cuando se declaró procedente la demanda contra la 
Real órden que rescindió el contrato sobre arrendamiento del Tea- 
tro Real, no fué porque el espresado contrato fuese público, sino 
porque cnlrauaba la cuestión de sí debía subsistir 6 no el privilegio 
esclusivo de dar riinciones de ópera italiana, y al resolverse esta 
cuestión puramente administrativa se pudo lastimar algún derecho 

particular. 
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HIPOTECAS. 


£1 Real decreto de 30 do setiembre do 18o3, al ocuparse de 
cuando procccieo las dcuiaiidas adinÍDÍstraiíTas^contra alguna Real 

.'OI'-- 0 

drden co materia de itiipucslos, oslabiccc en el párrafo 4.° dcE ar~ 
licufo o." que «locante al derecho de iiípotccas, deberán los inis- 
tmos Consejos (esto es, los provinciales y el de Elstado en su caso), 
«coQoeer de las recia inacíoaes délos interesados contra la .■Vdnihus- 
ilracíoo por las mullas que se les hayan exigido.» 

Así, pues, el Consejo de Estado ha declarado 

PnOCEDfiNT£S: 

í.” Las demandas contra una Real órden que aprobó la con- 
ducta de la Admínístracioii de Ilacienda pública, relativa á ha- 
ber exigido al demandante los derechos bipotecarios con mullas y 
recargos, por no babcrlos pagado como propietario de un censo. 
Pero bay que advertir que en este caso unicameotc se declaró pro • 
ccdcnlc CQ lo refallvo á la mulla, desistiendo el hacerlo en cuanto 
á los demás cstremos. (Díciámen de 19 de enero de 1861, IS-I), 
2.” Las dirigidas contra alguna Real órdeo, que impuso al de- 
mandante cierta mulla, por no haber registrado los bienes de una 
herencia. (Dictáinen de 4 de enero de 1861, So í). 

Aun cuando parece que no debiera admitirse demanda alguna 
en materia de hipotecas, sino las que fueran dirigidas contra la im- 
posición de alguna multa, como se infiere dcl párrafo -t." del ar- 
tículo o.*’ del Real decreto citado. Sin embargo puede suceder al- 
gún caso en que sea procedente una demanda en la materia de que 
se trata, contra una resolución que no tenga por objeto la impo- 
sición de alguna mulla; porque si bien no puede invocarse al sos- 
tener su procedencia la regla especial para las demandas en mate- 
ria de hipotecas, bien pnede acogerse á la general, alegando que 


SOBRE LAS demandas ADMINISTRATIVAS, 7S 

I A' aiiminisirativa y ha podido lacerar algún derecho ia- 

I oividual preexistente. 

I Fundada en las espresadas razones, y en que solo por equivo- 

cación. el demandante pudo pedir un derecho que le compelía sin 
necesidad de reclamarlo, la Sección de lo Contencioso del Consejo 

J de Estado declaró procedente una demanda intenlada contra eter- 

: a l\eal órden por la cual se amplió el plazo concedido por otra 

ea isposicion anterior, para que se pudieran presentar en el Re- 
gistro de la Propiedad los documentos juslilicaUvos de cierta heren- 
cia. pero sin opcion á los beneficios del art, 590 de la ley Riñóte - 
cana, (Dicláiucn de 30 de junio de 1864, 119-U). 
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CARGAS DE JUSTICIA. 


En esta materia la Ley de presupuestos de 2á de mayo de 1839 
en su art. 9.” establece: t que la revisión y rcconociraicnlo de car- 
teas de justicia detorraioadas por la ley de 20 de abril de 1845 se 
»hará en lo sucesivo por una Junta compuesta dcl Director de Tc- 
*soro. Presidente, del Asesor general, del 9.® Jefe de la Dirección 

»del Tesoro y de dos de los Co*asesores del Ministerio de lla- 
cienda. 

•La Junta aplicará la legislación especial que corresponda en 
•cada caso, y fundarci sus declaraciones en los Itechos que resulten 
•justificados, consultándolas al Ministerio de Oacienda, quien rcsol- 
•verá oyendo á la Sección do Hacienda del Consejo de Estado dán- 
• dosc la debida publicidad á estas determinaciones, 

•Si se declarase la caducidad, podrán los interesados alzarse por 
■la vía contenciosa, caso do proceder según las leyes vigentes.» 

Asi pues según la jurisprudencia del Consejo de Estado en esta 
materia son 

• procedentes: 

1. ® Las demandas intentadas contra alguna Real órden decla- 
rando caducadas las cargas de justicia, ó alguna pensión cobrada 
en tal concepto. (Dictámen de 10 de junio de 1862. 157-1; ¡d. 25 
de setiembre de 18C2, 164-1; id. 15 de enero de 1863, 221 -IJ. 

2. Las intentadas contra Ijis Reales órdenes que probibeu la 
cootínuacioD del pago de una renta anual en concepto de carga 
de justicia; y se declaró procedente, no por tratarse del reconoci- 
miento, liquidación y conversión de un crédito, sino porque ha- 
biéndose suscitado la cuestión de si era un censo, ó uu verdadero 
juro la deuda en cuestión, se resolvió esto último, y en su virtud 
no podía negarse al demandante ci recurso contencioso-adrainis- 
tralÍTo. (Oictánien de 24 de diciembre de 1860, 53-1). 


«OBnE LAS DEMANDAS ADMINISTRATIVAS. "7 







El Ileal decreto de \° de noviembre de í831 establece en su 
anícülo 15 que tdel perjuicio que pueda irrogarse al Estado ó á 
• cualquier acreedor por las declaraciones de la Juuta de la deuda, 
•queda á salvo el derecho de reclamar al Ministerio de Hacienda. 

»de que deberá hacerse uso en el lérniino de un mes, contado desde 
•el día en que se haga saber la declaración. 

• Corresponderá en tal caso cgerccr este derecho á nombre dcl 
•Estado al Fiscal y al Vocal de la Junta que disienta dcl acuerdo, 
•quedando, si no reclamase, sujeto á la responsabilidad colectiva', 

•que pueda resultar por el mismo acuerdo. Será obligatoria para 
•lodos los vocales la reclamación en el caso de discordia respecto 
•de la validez de los documenLos. » 

El mismo Real decreto continúa en su arl. IB; <iPara resolver 
•las reclamaciones que se promuevan con arreglo al art. anterior, 

•el Mioislro de Hacienda oirá préviatacnle el dictámen de la Direc- 
•cioD de lo coulcncioso.D 

y rinalmcnte en su arl. 17 dice: rDc las resoluciones que dicta- 
•re el Ministro de Hacienda podrá reclamarse ante el Consejo Real 
•(boy de Estado) por la via coutendosa en el término de un mes, 
•desde que fuesen Doliricadas.t 

Asi pues serán procedentes, conforme á la jurísprudeocia del 
Consejo de Estado: 

1. ® Las demandas inlculadas contra alguna Real órden decla- 
rando caducado un crédito, por no haberse reclamado dentro dcl 
término establecido para los de su clase. (Dictamen de 9 de no- 
viembre de 1860, oO-I; id. 2 de jumo de 1865, 982-1; id. 4 de fe- 
brero de 1862, 127-1). 

2. ® Las dirigidas contra una Real órden que denegó la pretcnsión 
dcl interesado, respecto al pago de un crédito, procedente de la re- 
versión á la Corona de los Oficios de Tesorero y Blanqueador de una 
casa de Moneda, mediante á que el espresado crédito es procedente 
de América y debe por lo tanto snjetarseá lo que se dclerrama acerca 
de esta clase de deuda. (Dictámen de H de octubre de 1863, 180-H). 
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rOB TBATARSE DE EOS DEnECllOS P.ISIVOS DE EOS 

SIIEIT.«nES. 

Además de lo dispuesto acerca de la materia en el Ileal decreto 
de 28 de diciembre de 1849, creando la Junta de Clases pasivas, la 
ley orgánica del Cunsejo de Estado en su ari. 47 establece tquc será 
■oido el Consejo sobre la resolución íinal, en todo última iastaucia 
»de los negocios coalcncíoso-admiQÍstrativos, y señaladamente en 
• los rcctirsos de apelación, nulidad ó queja. 

•Contra cualquiera resolución del Gobierno acerca de tos dere- 
•chos de las clases pasivas civiles.* 

De lo espuesto se inlicre que cuando se trate de las Clases pa- 
sivas militares no procederá el recurso contencioso, ante el Consejo 
de Estado, y así lo ha resuelto este alto cuerpo: 

4.° Declarando improcedente una demanda dirigida contra cier- 
ta Real orden por la cual se denegaron los derechos pasivos á un 
teniente de caballería retirado. (Consulta de 17 de noviembre de 
4860, 5-1). 

3." Otra en el mismo sentido, fundando su derecho en haber 
sido ayudante del Cuerpo de Sanidad militar. (Oiclámen de SÚ de 
febrero de 4865, 44á-IJ. 
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BRMATiOAS PROCÍDmES 

•EGVNi DtSPDNÍENi EOH .HITÍCVEOS 45 Y 56 DE EA EE¥ 
ORGANICA DEIt HE CSTAUO. 

No Ci necesario que una ley, regí ámenlo. Real decreto ú otra 
disposición establezca que la malcría sobre qw versa la demanda 
sea procedente, para que deba intentarse ésta. Basta para ello que 
ta cuestión sea adminislraliva, que el acto impugnado haya podido 

lastimar un derecho adminislralivo preexistente y que no sea de 
carácter general. 

Fundándose en esta teoría, la ley orgánica del Consejo de Estado 
ha establecido en su arl. 46: «que este alto cuerpo consliluído en 
■Sala de lo Contencioso, del modo que se establece en los artículos 
*18 y 49 de esta ley, será oido en única instancia, sobre la reso- 
•lucion Gnal de los asuntos de la Administración central cuando 
upasen á ser contenciosos, y señaladamente en los que siguen: 

4. " DRespcclo al cumplimiento, inteligencia, rescisión y efectos 
«do los remates y contratos colebrados directamente por el Go- 
«bierno 6 por las Direcciones generales de los diferentes ramos de 
■la Administración civil ó militar del Estado, para toda especio de 
«servicios y obras públicas. 

5. " «Respecto á las reclamaciones á que den lugar las rcsolu- 
«ciones particulares de los Ministros de la Corona en los negocios 
«de la Península y Ultramar, 

3.* «Respecto á los recursos de reposición, aclaración y revi- 
»sion délas providencias y resoluciones del mismo Consejo.» 

Y en su art. 56 dispone que: «el que se sintiera agraviado en 
«sus derechos, por alguna resolución del Gobierno 6 de las Direc- 
•ciones generales, que cause eslado, podrá reclamar contra ella en 
«la Via contenciosa, proponiendo su demanda ante el Consejo de 

«Estado.» . , „i„í 

Esto supuesto, únicameote aos testa avetiguar s, los aelos adía.- 

nislrativos reuncii las condioioaos esptesadas, j soa, por lo taolo 
impugnables por la vía contenciosa. 
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No es fácil poder dar reglas fijas y generales para distioguir los 
actos en cuestión, y la única á que podemos apelar es la juris- 
prudencia del Consejo de Estado. 

Según ella los actos adiuinislratiros que han podido lastimar 
derechos parlicuiares, y que por lo tanto, puede intentarse contra 
ellos el recurso coutcncioso-administraiivo según los citados ar- 
tículos 46 y 56 de la ley orgánica del espresado alto cuer- 
po, son; 

1.® Exigir maocomiiDadanientc al propietario y capitán de ud 
buque los derechos que liubicscn devengado en su introducción en 
España los materiales empleados en la reparación de aquel, como 
reintegro á la Qacienda pública , imponiéndoles además cierta 
multa, por cuanto se alega por el demandante que la Real órden 
reclamada se dictó contra el decreto de las Cortes de 28 de octubre 
de 1857, que prohibió la compra de buques eslraojeros y que se 
carenasen los espauotes fuera de nuestros dominios, esceptiiando 
los casos que en el mismo se espresan. (Dictámeo de 28 de no- 
viembre de 1862, lül-i; id, 26 de abril de 1864, 58-11; id. 20 de 
junio de 1862, 160-1). 

2.® Disponer que un cursante de ia facultad de derecho cm • 
picase tres años eu el periodo de la iiceuciaiura, distribuidos en la 
forma que en la misma se determina, puesto que con la Real órdeu 
reclamada pudo haberse equivocado fa aplicación de las disposicio- 
nes vigentes con perjuicio del derecho que al interesado pudiera 
asistir. (Dic túrnen de 20 de junio de 1865, 246-11). 

S,® Mandar que se invalidaran las matrículas de un estudiante 
de derecho, por haber cursado simultáneamente las de Teología en 
un Seminario, pues esta determinación ha podido ínrerír al intere- 
sado un agravio insubsanable en la vía gubernativa, y que solo 
puede repararse en la contenciosa por no haberle concedido, según 
solicitó, el derecho de elección entre las dos carreras que había 
Bimulianeado, y por no producir efectos académicos la Teología 
que se cursa en un Seminario conciliar. (Diciámea de 2i de febrero 
de 1865, 186-11). 

4.® Declarar que ciertos eslablecimientos de baños tienen la 
Obligación de facilitar gratuitamente á la clase de tropa el uso de 
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sus aguas, courorme a lo dimi Rí 

1850. (Diclánien de 50 dedicS’^'^'' ''® 20 de febrero de 

que hubieran devengado los b¡e„ abonasen los réditos 

del secuesiro. (Diciá,„en de T , época 

mayo de 1863. 221-11). ' 468.1; id. 12 .ie 

6-® l>cncgar la insl’ancia del ioip. , 

le devuelva la caniidatl saiisfeclia Zy "" 

empeñó el destino de Alcalde Te 'les- 

U¡co. (D¡.lámc„ de Í7 de le Puerle- 

■ la reclamación del a ' 

una casa de comercio abonó por el e-i!i T 
tegrúlico, como el fondeado entre k¡ifa ' le- 

guerra de Africa. (Diclánien de iiJ d r T ^ P^'^cipios de la 
8.® No acceder á la Si uH ^ 
reales que decía se le adeudaban ' ^ reclamnndo 79,744 

de la lianza que prestó sí d^nt! T 

lolcrias. (Dioiáme, di lí de ahril drHSM'Tu)'*""”"'”'*" 

de mil á dos mil np-n. . * spoedian , per la difereecia 

de mu dos mil pesos con t,ue aliernalivamcnie esliivo dotada la 

p^aza que desempeño de Boticario mayor del Hospital de Manila 
(Dictamen de 21 de febrero de 1865, 185-11). 

10. Desestimar la instancia det interesado, solicitando que se le 

devolviese el deposito que hizo para optar al cargo de recaudador 

de contribuciones de varios pueblos. (Diclánien de 12 de diciembre 
de 1865, 29711). 

11. No acceder- á la reclamación dei interesado relativa á que 
se le indemnizase por la pérdida de un buque fletado al (rohierno. 
(Dicláraen de 7 de abril de 1863, 200-1I). 

12. Negar la indemnización que él Inlcresado solicitó por per- 


juicios sufridos en la guerra civil, con arreglo á la ley de 3 de 
agosto de 1851 , dado que no tenga aplicación á este caso lo dis- 
puesto en la de 17 de julio de 1836, (Dictámeo de 28 de setiembre 
de 1861, 26-1; y 2o del mismo mes de 1866, 49-1). 

13. Desestimar la instancia del interesado pretendiendo que se 

11 


jLrnisrntJDSE^crA del consejo de estado 
le concediera una Notaría ¿i cambio de un oficio de Ueceptor en la 
misma ciudad donde radicaba aquella, que ofreció reverter, ( le- 

iáraeu de 7 de abril de 1863, 2Ü0-!1). r i 

14, Resolver que no habia lugar á la reclamación que “ 
huérfaua de un miliciano nacional, en solicitud del premio ( c 
reales que le cupo en suerte en el sorteo de 1 de octubre e^ ^ 

por haberse casado con posterioridad á la Real orden de -o e 

i agosto de 1838, (Dictámen de 10 de mayo de 1864 , 75-lí). 

■’ 13. Hacer responsables á los demandantes al pago de cier o 

alcance , como testigos de abono de fu lianza dada por un 
dor de contribuciones. (Dictámen de 6 de mayo de 1864, bS-ii). 

16. Declarar ai interesado , en concepto de presidente de una 
sociedad minera, responsable al pago de cierta cantidad que apa- 
recía contra ella por derechos de superficie. (Dictámen de 13 le 

mayo de 1864, 73-11). 

17. Mandar que el rcourrenle devolviese ia suma que ñama 
recibido en calidad de sueldo, como Ayudante de la Escuela de 
.Maestros de obras de la ciudad de Valladoltd. (Dictámen de 12 de 

m.aj;o de 1863 , 21D-II). 

18. Hacer responsable a! .Administrador de unas satinas al pago 
de 5,-488 fanegas de sal , que se inutilizaroo en aquel cslableci- 
mieuto á causa de un icniporal- (Dictámen de 12 de mayo de 1865, 

222 - 11 ). 


19. Resolver que el delegado de un recaudador de conlribu- 
ciones debe ser compelido al pago de lo que adeude el recaudador. 
(Diclámen de 10 de noviembre d¿ 1863, 524-1). 

20. Hacer responsable á uu cobrador de contribuciones de los 
débitos por las del tiempo que tuvo á su cargo la citada recauda- 
ción, sin perjuicio de la responsabilidad que subsidiariamente pu- 
diera corresponder al Admioístraclor ó Administradores , que ínter- 
viñieron en su nombramiento y en la ejecución de las disposiciones 
que entonces regían, para gestionar por los intereses de la Hacien- 
da. (Dictámea de 9 de febrero de 1864, 21-11). 

24. Declarar caducada una correduría. (Dictámen de 30 de 
diciembre de 1862, 240-1). 

22. Privar á los demandantes del derecho que según ellos le- 
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que hubiese ejecutado señaran i'- demolicseu las obras 
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molivo ,le ra'’’rLt«wÍM 4 o7 ™ 

observada por dicho fuadoiurin ripéelo de la conducta 

cuanto la cuestión versa sobre b'^'' “i "" 

lículos 54 V 43 de h in i '''^'^dadera intcligeivcia de los ar- 

atenciones-estrordintrírrrv:!'",^^"? '" 

aplicación que de ellos hizn oi r- ’ de julio de 1836 , \ 

Jres. iatcrprco'ioo ,. 00^.10 T 

(Dictámen de 13 tb ñ ■ i "‘^'’aweule adniiaislraUvo. 

(uiciamen de lo de noviembre de 1863. 527-1). 

-a. Declarar caducada la coitcesion provisional otorgada al de- 

mandan e para establecer uu cable trasatlántico subnurilo: it 

támen de 17 de jumo de 1864, 105 Uj. 

26. Dejar sin efecto el provecto de nueva escritura con la .\d- 
niiniblracion pública , presentado por el demandante, sobre la ce- 
sioQ de ciertos terrenos para eslableciniieato de una granja mode- 
lo, declarando subsistente la que se habia otorgado sobre el asunto 

mismo en época anterior. (Dictámen de 10 de enero de 1863, 
172 II). 


27. Disponer que el Gobernador obligase á la Diputación pro- 
vincial á volar y consignar en el inmediato presupuesto la canti- 
dad que se debía al contratista de ciertas obras, y que se procedie- 
ra por los herederos de aquel y por la espresada corporación á la 
liquidación y avenencia correspondiente , en cuanto al pago de los 
réditos, (Dictámen de 21 de marzo de 1865, i9o-U). 

28. Aprobar, tan solo para los efectos administrativos , el des- 
linde de un moole , por cuanto la demanda , dejando integras las 
cuestiones sobre propiedad del citado ptédio , solo tiene por objeto 
que se respete la posesión en que dice se hallaba el demandante, 


«4 junlSPKÜDKSa A l)KI. líOSSIiJO DE «•■’TAIlO , 

. , nnr í-l rporc-cntanic de la Admiaiá- 

,|¿ pe ' cual la cauaiioD roauella por la Kcal Prdea uo ,a 
la do alca de la clasilicacloo (le uo cslal.leci.n,ento de l,eoeü- 
clia del de caráeler púldico, sino cobre al ec o „o ,«r.,e„l.r 

el hoapilal de ,rue ae (rala, y ai eo el prtaer caco ““ ^ 

Gobieruo por la lev de Beoelicencla de 20 de jomo de 18 , p . 

Lr la Ireaada deelaraeioe sin eeocederse ceñirá (illa e ler, r 
recurro ; uo .así en el segundo , puesto que cscepluandose de 
disposicioD por el arl. \ de la misnm los eslaljlecimientos parl.cu^ 
lítrc-s liav á favor de éstos un derecho, que reclama el demandante, 
como lasiimado por la Real órden impugnada. (Dictamen de -0 de 

mayo de 1862, 149-1). j i • • 

.■ÍO. Obligar á un Ayuntamiento á otorgar escritura de dación a 

censo enfiléatico de tres suertes de tierra de Propios , por cuanto 

solo se atiende á que la ¡leal orden ha podido lastimar un derecho 

sin entrar á examinar por ahora la naturaleza del litigio. (Dictá- 


men de 28 de febrero de 1862, 129- f). 

51. Disponer la creación de un sindicato y formación de un re- 
glamento para el régimen y distribución de las aguas entre varios 
pueblos, declarando de la propiedad de todos ellos fa acequia deri- 
vada de cierto rio , con iguales derechos y mancomunidad en los 
riegos que utilicen dichos pueblos de la espresada acequia. (Oiclá- 
nien de 5 de diciembre de 1865, 198-1), 

52. Confirmarla providencia de uii Gobernador, disponiendo 
que el agua, que suministra el riego á cierta partida, se repartiese 
entre los dos brazales de que se componía', en proporción al núme- 
ro de hanegadas de tierra que fertiliza cada uno de ellos. (Dictá- 
raen de 28 de enero de 1862, H9-Í). 

35. Mandar reponer las aguas de una fuente al ser y estado quq 
teoian antes de la ejecución de ciertas obras. (Díctáraen de 14 de 
diciembre de 1865, 538-1). 

54. Conceder á un tercero el derecho de construir eo cierto si- 
tio uo artefacto comprensivo de elaboración de harinas y fábrica de 


papel conUnuo y ono de tejidos 

car, por creer el demandante del Rio lú^ 

mado sus derechos prcexisieQies ct'wesion se han laati- 

1865, 240-1). de 22 de diciembre de 

55. Negar á un Ayuntamiento U , . 

citado para litigar con un tercero solí- 

257-11). de junio de 1865. 

36. Declarar á varios empleados 
las leves , ea obllBaaioe .la i»domaiaarn“ ‘ 

JUICIOS a k misma inferidos, con motivo .1^ u ^ 
fábrica, como se hizo con relación á un tiim «le cierta 

estancadas en Filipinas y otros empleados en h! 

iveecio. de 1 . fábrica de cigarros Zl^Va^a'p 

el pueblo de Navalon. (Diciámen de 1 ^ ’ ®“ 

194 . 11 ), noviembre de 186S, 


o7. Confirmarla providencia gubernativa recaída en el espe- 

diente formado con motn^o de la estensiou que debía tener una 
servidumbre publica. (Diciámen de 15 de diciembre de 1863 
504-11). ’ 

38. Acordar la supresión de una carrilera, que cruza un fer 
rO'Carril, destinada al servicio de fincas de propiedad particular. 
Pero se debe advertir que al propio tiempo se declaró improceden- 
te la misma demanda eu lo relativo á la negativa de una nueva 
concesión por ser estos actos de la facultad discrecional del Gobier- 
no, como dijimos al tratar de semejante materia. (Dictárneu de 2(i 
de abril de 1864, 59-11). 

59. Declarar que un Ayuntamiento debe respetar el compromi- 
so contraído con el médico titular, por cuanto la Real órden recla- 
mada ha podido lesionar derechos, y auu cuando la ley de 28 de 
noviembre de 18o5, en cuanto dispone que de las providencias, 
como la de que se trata, se pueda apelar al Tribunal Contencioso - 
adminislralivo, haya sido abolida por el restablecimiento de los 
Consejos provinciales, siempre seria procedente en este caso, por 
existir una Real órden que solo puede ser revocada por la via con- 
lencioso-adminíslraliva. (DictámendeSl de mayo de 1864, 89-U). 

40. Negar la preteasiuu del interesado relativa á que se le con- 
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firiese cíerio illulo y se le admitiesea ea pí^S® dcroclios de 

lanzas y medias analas y parle de dotación dd mismo el pro «cw 
H. uaa OI.™ d. Asrioullura, Miaos y Arlos y cior.os erdd.los ooolr» 
alguaas repúblicas do América, por cuaolo &c dirige a 
cotra ima Real drdeo qoo declaró racaolc uo m»'»- (0"=“"”=" 

9 de diciembre de 1862, 199-1). , ,p 

41. Jlandar que se cancelase la Heal ® 
se había espedido á favor det demaudaole en 

(Dictámen de 16 ele diciembre de 1864, 166-1). . ^ gg. 

42. Declarar ohligado-al de Conde 

peda! por la Heal aulonzacton y uso del Ulu i 71-11) 

de Saola Clara. (Diclúmcp do 10 ;„’;¡o,io 

45. Mandar espedir caria de sucesión a «n i 

titulo. (Dictámen de 28 de junio de a 

44 Disponer la separación de los individuos e 

toco do 1 SociodaS, por babor au.oriaado dorias le racomn , 

iobabililápdoles por oaloaces para poder sogeir “ 

algeoo en la misma. (Diclimen de 24 de noviembre de 186o. 

3o4 I) 

45. Exigir á una sociedad, con e! iin de igualarla en condición 
con las oirás sociedades luúluas. la fianza de 500,000 rs. en raela- 
lico, ó su eqtiivalenle en Deuda consolidada ó diferidji al precio ( e 
cotización. (Diclámen de M deselierabrc de 1863, 301-1). 

46. Declarar válido el acuerdo del Consejo de gobierno de un 
Banco, negando la facultad de delegar el derecho de asistencia á 
las juntas generales de accionislas. (Díclánicn de 16 de junio 

de 1865, 239 -U). 

47. Aprobar los acuerdos lomados por la mayoría de sócios de 
una GonipaÜía. (Diclámen de 13 de diciembre de 1861, 86-1). 

48. Declarar nula la cesión de varios títulos de la Deuda públi- 
ca, hecha por un Ayuntaiuiento á un particular. (Dictámen de 1 .* 
de marzo de 1861, 60-1). 

49. Confirmar ó anular la cesión de lilulos, hecha por un Ayiin- 
lamienlo á un particular. (Diclámen de 1.* de marzo de 4861, 
60-1). 


SODHB L*S demandas ADUlHlsTDATtVAS. 


8*7 


No 


IHlMáJíllAS PllOmNTRS 

niCTfcno |L% ÓlinEN COM 

ne i'ovEii. 


couvBndria cuestión de derecho eonsiUuycnte de si 

cyan procedeniBs tan Previniera clara y termiDanlemenie que 
‘lleuda con abuso uUntadas contra una resolución 

lana de nuesirg ohjcio seria osla que nos exlralimi. 

de esle trabajo. \si nuL”° además muy propia de la Indole 
reglamento, ni disposicioj'^i*'""'^^'^™®® ^ ^lu® «c cxisie ley, 
que la jurisprudencia del ^ '^’^van esUblecido, pero 

en los casos siguicnits* **”^'*'* ^ admiUrlo 

1 Cuando la demanda lienp. ■ 
que aprobó el decreto de r ** '^^''** una Heal órden 
obras ejecutadas por Ioí ^fbernadot mandando demoler las 

amlguo eo „„ L T 

ria administrativa, va por haber p di i 
atribuciones del Gobieno pues día h l ° 

ROO eji el Coesejo proviaeial. ' 

de la ley de 2o de setiembre de t863. (Dielimto de 2-4 de mivo de 
4864, 82-11). 

2.® Cuando se luodan las demandas en haber hecho el Gober- 
nador una ilegal aplicación de las ordenanzas y demás dUposiciones 
vigentes en materia de inonles , embargando leña y maderas de un 
particular. (Dictámen de 17 de noviembre de 1861, 88-1), 

5.“ Cuando van dirigidas las demandas conlra una Ueal órden 
que mandó suspender la devolución de las sumas retenidas á uno 
por coDsecueucia de la causa que se le siguió por desMco en la en- 
trega de jarcias len un apostadero; en razón á que aun prescindien- 
do por ahora de la competencia de la jurisdicción contencioso -ad- 
ministrativa en cuanto al fondo de la cuestión, objeto de la deman- 
da, media una Real órden, que puede envolver la de si en este casi 
existe ó no abuso de facultades , ó algún derecho lastimado , par 

t 


iuarspauBENcfA bel consejo dk estado 
cii}a sübsaiiacíoD no queda otro recurso que el eslablecído cu el 
párrafo^?.® dcl arí. 46> (Dicta men de 6 de febrero de ^863, 353 I). 

Tanibíeo será oída la Scccíou de lo contencioso cuando el Go- 
bernador, biea en Üllraniar 6 en la Pcnrasula, declarase iraprocc- 
dente una deniatida y d interesado por no conformarse con seme- 
janle resolución acudiese en queja al Gobierno de S. M. Así se 
halla establecido ca el arf. iO del Reglamento para los negocios de 
Ultramar y en el 9i de la lev para el Gobierno y Administración de 
fas provincias de 25 de setiembre de 1863; pero como la jurispru * 
delicia creada en estas materias por el espresado alto cuerpo en nada 
afecta á las cuestiones encomendadas á su jurisdicción ^ sino que 
siempre será relativa á las que son de la jurisdicción de los Conse- 
jos provinciales ai obrar como Tribu ualesi omilirémos el ocuparnos 
de ellas, después de decir dnícameate que procede el recurso de 
queja, como ya liemos indicado, cuando un Gobernador declarase 

la improcedencia j el interesado oo se conforniase con esta reso- 
lución. 
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